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EDITORIAL
Comenzábamos la editorial del mes de junio a la sazón de la flagrante noticia del 
contenido del acuerdo del pleno que dio lugar a la Sentencia del Tribunal Supre-
mo de 28 de junio de 2021 dictada en unificación de doctrina relativa al tema de 
los interinos, que recogía el guante de la anterior del TJUE de fecha 3 de junio de 
2021 y en la que precisa su doctrina sobre la duración del contrato de interinidad 
por vacante en el sector público en el sentido de conectar su duración con la de 
los procesos de selección de cobertura de dicha vacante conforme a la legalidad y 
considerar que, a falta de previsión, una duración superior a tres años debe consi-
derarse injustificadamente larga, lo que comportará que el trabajador o trabajado-
ra interina pase a ostentar la condición de indefinido no fijo. 

A su vez, y como de recoger guantes se trata, el Gobierno, a principios de este 
mes lanzó el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio, de medidas urgentes para 
la reducción de la temporalidad en el empleo público, en el que el ejecutivo ha 
decidido complementar una regulación sobre el tema con la intención de resolver 
un problema que lleva ya tiempo enquistado en nuestro orden jurídico. Dicho Real 
Decreto-Ley ha sido convalidado in extremis y tras arduas negociaciones, el pasa-
do miércoles 21 de julio en el Congreso. Esta aprobación en tiempo de descuento 
unida a las críticas recibidas, hacen vislumbrar un horizonte en el quizá esta nor-
ma, precedida por el acuerdo del pleno de la Sala Cuarta, no sea el último capítulo 
de la saga “De Diego Porras”.

Como prueba de esto último, tenemos en esta edición de julio una interesantísima 
Sentencia del Juzgado Social núm. 32 de Barcelona en la que la Juzgadora con-
sidera que ante el fraude de ley en la contratación o nombramientos temporales 
por la administración pública cabe aplicar la figura del fijo y no la del indefinido 
fijo. A su vez y matizando dicha postura, encontramos también en este número la 
sentencia del Juzgado Social 3 de Pontevedra en el que llega a una conclusión 
contraria. También, altamente interesante resulta la Sentencia de la Sala Vasca, 
en donde, entiende que, para considerar vulnerada la garantía de indemnidad no 
es necesario dirigirse formalmente a las autoridades públicas, sea judiciales o 
administrativas. 
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En relación a los artículos doctrinales, contamos con dos de ellos, que cumplen 
fielmente con lo que se espera de este género en una revista de actualidad jurídi-
ca: Son rigurosos, fundamentan su postura con datos objetivos, y abordan temas 
de actualidad sobre los que no existe una opinión pacífica.

En el primero de ellos, la Dra. Pepa Burriel Rodríguez-Diosdado ( profesora del 
departamento de Derecho del Trabajo y Seguridad Social de la Universidad de 
Barcelona y Abogada laboralista), aborda los distintos problemas que está tenien-
do el denominado Ingreso Mínimo Vital en donde repasa los distintos aspectos de 
su regulación, los problemas prácticos y de fondo que ha supuesto (competencia, 
requisitos de residencia, preferencia de peticiones telemáticas… ), sus múltiples 
reformas ( en poco tiempo), y en donde resalta lo que para la autora en su natura-
leza de prestación de Seguridad Social. 
 
El segundo de ellos, nuestro compañero Edmundo Rodríguez Achútegui Magis-
trado especialista en derecho Mercantil analiza la ampliación de competencias 
laborales del Juez Concursal llevada a cabo por el TR de fecha Real Decreto Le-
gislativo 1/2020, de 5 de mayo no supone una infracción del principio ultra vires, 
porque, al fin y al cabo, el juez del concurso, es a la hora de declarar la Sucesión 
de empresas Juez Laboral. 

Para concluir en el rincón de la contracultura, os hacemos cuatro propuestas para 
afrontar estos días de estío. Así, nuestro rincón nos propone la película de la di-
rectora peruana Claudia Llosa (“La Te asustada”), nos recuerda el primer éxito de 
la banda madre del folk rock americano, The Byrds, qué curiosamente no es la 
“madre” de su tema más sonado. Continúa hablándonos de uno de los discos más 
icónicos de la historia de la música, el Pet sounds de los californianos The Beach 
Boys, y por último y remontándose aún más en el tiempo, nos proporciona nuestra 
dosis de jazz hablándonos de la música de The Duke. 
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PROBLEMAS 
EXTERNOS E INTERNOS 
DEL INGRESO 
MÍNIMO VITAL
   
Profesora de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
Universidad de Barcelona.

La aparición del ingreso mínimo vital (en adelante, IMV) en 
España a través del Real Decreto-Ley 20/2020, de 29 de mayo 
suponía para nuestro país un importante paso en muchos 
sentidos; entre otros, dejar de ser el único país europeo 
que no contara con una prestación específica que cubriera 
el riesgo de pobreza y afrontar las altas cifras de pobreza 
en nuestro país, que fueron incluso resaltadas por el relator 
especial sobre pobreza de la ONU, el Sr. Philip Alston, en 
febrero de 2020, pre-pandemia.

Sin embargo, esta prestación, cuyos contornos legales fueron anunciados a golpe 
de twitter antes de su publicación en el BOE, ha evidenciado una serie de proble-
mas técnicos que por el momento no han sido resueltos. Todo ello, pese a que 
la joven prestación ha sido modificada y re-reformada a través de las siguientes 
normas: Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, Real Decreto-ley 28/2020, de 22 
de septiembre, Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre Real Decreto-ley 
35/2020, de 22 de diciembre y Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero. 

La configuración actual de esta prestación evidencia carencias que a continuación 
señalamos brevemente y que dificultan el cumplimiento del loable -y necesario- 
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objetivo principal enunciado en su preámbulo de reducción de la pobreza extrema 
y redistribución de la riqueza con independencia del lugar de residencia, en pro de 
la igualdad efectiva de todos los españoles. 

El dialogo social no ha sido la herramienta utilizada para la elaboración y diseño 
del ingreso mínimo vital, cuestión que puede corregirse por la vía del reglamento. 
Es probable que así se disminuyeran algunos de los problemas que hemos detec-
tado, en estos y en otros preceptos, y que se incorporara de manera efectiva otro 
de los principios del Pilar Europeo de Derechos sociales.

A continuación de manera breve se relacionan algunos de los principales proble-
mas que se han evidenciado por el momento. 

Conexión o desconexión con el Pilar europeo de 
derechos sociales. Reglamentos de coordinación  
de la Seguridad social

Uno de los principios sobre los que se asienta el Pilar Europeo de Derechos 
sociales es, precisamente, la renta mínima. En concreto, al respecto, el principio so-
bre la renta mínima establece que: “Toda persona que carezca de recursos suficien-
tes tiene derecho a unas prestaciones de renta mínima adecuadas que garanticen 
una vida digna a lo largo de todas las etapas de la vida, así como el acceso a bienes 
y servicios de capacitación. Para las personas que pueden trabajar, las prestaciones 
de renta mínima deben combinarse con incentivos a la (re)integración en el mercado 
laboral”.

El IMV se enmarca dentro del ámbito protector de la Seguridad social (art. 42.1 
c) LGSS) y, aunque no esté concebida como una prestación de desempleo, las 
semejanzas que guarda con el subsidio por desempleo hacen que recurramos a 
su régimen como parámetro comparativo y, para, buscar a su vez, un cierto equili-
brio entre las prestaciones sociales incluidas en el ámbito de la Seguridad Social. 
Es por ello que me planteo si es o no posible que esta prestación sea exportable 
en los términos de los Reglamentos de coordinación de Seguridad social (Regla-
mento (CE) no 883/2004 y Reglamento 987/2009 del Parlamento Europeo y del 
Consejo), cuestión que no es baladí.

De conformidad a los artículos 3.3 y 70.2.c) del Reglamento 883/2004, las presta-
ciones en metálico no contributivas –entre las que se integraría el ingreso mínimo 
vital, desde   mi punto de vista- si no figura en el Anexo X del Reglamento citado 
será exportable a otros Estados, donde sea aplicable la misma norma europea.
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Es por ello, que si se incluye expresamente esta prestación en el Anexo X nos 
encontraríamos con una contradicción, a mi polémico modo de ver: por una par-
te, con un criterio excesivamente territorial para el acceso y mantenimiento de 
la prestación, algo que no encaja con la idea de espacio europeo común, sobre 
todo, cuando la finalidad de una estancia en el extranjero pueda estar vinculada 
con la búsqueda o realización de un trabajo, por cuenta ajena o propia; y, además, 
porque la exportación de prestaciones sociales es un principio básico del derecho 
social comunitario que debería ser restringido solo en casos excepcionales. Por 
otra parte, con la lógica de la prestación, de cubrir las situaciones de vulnerabilidad 
económica y pobreza de nuestro territorio, alzando las fronteras, pero generando, 
por ejemplo, para los menores de 30 años, un efecto exclusión, como veremos 
más adelante.

Es absolutamente necesario, al margen de las críticas a esta decisión, que se 
manifieste desde del poder legislativo si el IMV es o no una prestación exportable, 
porque al no incluirse en el Anexo X del Reglamento 883/2004 es exportable y, sin 
embargo, no ha sido desarrollada en esos términos.

Cuestión competencial e interacción con las rentas 
mínimas de las CCAA

Existen convergencias entre las rentas mínimas de las CCAA y el IMV 
dado el carácter subsidiario de todas ellas, donde la cuestión competencial está 
muy presente. El apartado 13º de la Disposición Transitoria Primera del RD-L 
20/2020 establece que el INSS podía hasta el 31 de diciembre de 2020 reconoce 
la prestación del IMV a aquellas personas que fueran beneficiarias de algunas 
de las prestaciones o rentas mínimas de las CCAA. Las rentas mínimas han sido 
otorgadas en base a la competencia otorgada por la CE sobre asistencia social 
(art. 148.1. 20ª CE). Y, además, la percepción del IMV no está condicionada a la 
solicitud previa de las rentas autonómicas, aunque sí parte de que tiene carácter 
subsidiario, lo que, en definitiva, obliga a no ser potencial beneficiario de estas. Es 
por ello, que la interacción con las rentas autonómicas, todas como última red de 
protección social, con identidad subjetiva, funcional y teleológica, ha provocado 
algunas modificaciones en las CCAA, que tienden hacia un IMV sustitutivo de la 
renta mínima si esta no se ha solicitado o a la complementariedad del IMV sobre 
la renta autonómica. 

Y esta reducción del ámbito de protección puede ser negativa, tanto a nivel econó-
mico como de intensidad. 

En Cataluña, la Ley 14/2017, de 20 de julio y el Decreto 55/2020, de 28 de abril 
son las normas fundamentales que regulan la renta garantizada de la ciudadanía 
en Cataluña. Una prestación sucesora de la renta mínima de inserción, pero más 
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expansiva que esta, con un carácter de política familiar muy marcado -al igual que 
el IMV-. Fue concebida como una prestación social de naturaleza económica y 
percepción periódica, derecho subjetivo, renta garantizada, no condicionada, pero 
complementaria de activación e inserción. Tanto el IMV como la renta garantizada 
de la ciudadanía son prestaciones de último término que se activan cuando no 
han funcionado el resto de mecanismos de protección social. Y, desde ese punto 
de vista, entre ambas se producen lo que vengo a denominar una serie de “dis-
torsiones”, que se traducen en su diferente regulación de los siguientes aspectos: 
ámbito subjetivo, regulación de la unidad familiar vs. unidad de convivencia, el 
empadronamiento y la residencia, la compatibilidad con el “trabajo” y la forma de 
medir la vulnerabilidad económica.

Actualmente, la coexistencia de ambas prestaciones puede derivar en el efecto 
negativo y de exclusión, según se cumplan unos u otros requisitos, generando dos 
tipos de pobres. Todo ello, unido a las dificultades de gestión de dos prestaciones 
para un mismo territorio y encargadas a órganos diferentes -al menos, de mo-
mento-., al tratarse de prestaciones sociales basadas en diferentes competencias 
constitucionales en materia de protección social y concedidas por diversos órga-
nos, la jurisdicción competente para resolver cada una es diferente, generando 
un entramado jurisdiccional complejo a la hora de resolver las reclamaciones pre 
procesales y procesales de las personas beneficiarias.
Por último, destacar que el 23 de abril de 2021, se anunciaba que el Pleno del 
Tribunal Constitucional ha admitido a trámite el recurso de inconstitucionalidad in-
terpuesto por el Gobierno de la Generalitat de Cataluña contra los arts. 17.1, 22.1 y 
2, 24.1, 25.1 y 2, 26.1 y 2; disposiciones adicionales 1ª y 4ª; disposición transitoria 
1ª.1, 5, 8, 9 y 10 y la disposición final 9ª, del RD-L 20/2020, de 29 de mayo, por 
el que se establece el ingreso mínimo vital; fundamentalmente, por una cuestión 
competencial. 

La dificultad de cumplimentar la solicitud y la forma de 
hacerlo. La falta de accesibilidad

El alto porcentaje de solicitudes denegadas y de las pendientes de subsana-
ción puede responder a varias causas, como he tenido ocasión de manifestar en otros 
ámbitos, entre ellas las dificultades para acceder a la propia solicitud de la prestación. 

Junto con la propia complejidad del formulario de solicitud (solo inteligible para los 
más expertos laboralistas y economistas), recordemos, en este punto, que el art. 
24.1 párrafo 2 RD-ley 20/2020 establece el carácter preferente de la presentación 
en sede electrónica o canales telemáticos; cuestión que resulta irrazonable si aten-
demos a que la mayor parte de las personas (de manera individual o como unidad 
familiar) que solicitan esta nueva prestación se encuentran en una situación de 
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vulnerabilidad económica y de necesidad extrema que probablemente impida que 
tengan acceso a internet y conocimientos informáticos. Tampoco se debe desco-
nocer la brecha digital existente en nuestro país que afecta a las capas socioeco-
nómicas más bajas, según los últimos datos disponibles, el 43% de las personas 
en edades comprendidas entre 16 y 74 carecen de competencias digitales.

En este sentido, el Comité español de representantes de personas con discapaci-
dad (CERMI) denunciaba en 2020 la falta de accesibilidad del sistema. 

Igualmente, la última tecnología puesta al servicio de la Seguridad social, BIG 
DATA que facilitaría la detección incluso de personas vulnerables en las solicitudes 
el IMV ha demostrado durante el año de su vigencia errores operativas de todo tipo 
-página colapsada o imposibilidad de adjuntar la documentación requerida, entre 
otros- como también se ha puesto de manifiesto ante las diferentes denuncias pre-
sentadas ante el Defensor del pueblo.

No se desconoce que, en este sentido, y de manera reciente (30 de junio de 2021), 
la directora general del INSS, la Sra. Carmela Armesto, ha anunciado una nueva 
plataforma, aparentemente más sencilla, para la tramitación de algunas prestacio-
nes, entre ellas el IMV. 

Sin embargo, que la nueva página web -esperemos que con menos errores- sigue 
ignorando la importante brecha digital de nuestro país y suponiendo una barrera 
de acceso a una prestación económica que tiene el importante -y difícil- objetivo 
de garantizar un mínimo económico para una existencia digna. 

La gestión y tramitación de la prestación

La lentitud en la tramitación de la prestación se ha hecho patente en el año 
de vigencia de la norma y la prestación. 

De manera inicial, solo se establecía que la gestión de la prestación (art. 22 RD-ley 
20/2020), correspondía directamente al INSS, previendo en la Disposición adicional 
quinta la gestión directa para el País Vasco y Navarra y fórmulas de colaboración 
en la gestión para el resto de CCAA (Disposición adicional cuarta), sin mayor con-
creción. Lo cual, desde mi punto de vista ha retrasado, aún más, la resolución de 
las solicitudes de la prestación que se presenten, por ser irrealista y disfuncional.

En este sentido, la previsión del art. 22.2 sobre el inicio del expediente por parte de 
las CCAA y las entidades locales si se suscribe el correspondiente convenio con el 
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INSS, sin mayor desarrollo, no era suficiente para la posibilidad de que las CCAA 
puedan gestionar directamente la prestación, pudiendo generarse un conflicto en-
tre las propias CCAA, las corporaciones locales y el Estado central. 

Una gestión realmente descentralizada y garantista podría acelerar la tramitación 
de las prestaciones. En este sentido, ya se manifestaron algunas corporaciones 
locales en el mes de junio, y algunos autores consideran que estas podrían tener 
un papel protagonista en la gestión de esta prestación1; en la misma línea y rea-
lizando un análisis de nuestras políticas de empleo, también hay autores2, que 
abogan por un sistema próximo al danés, donde la cercanía en la gestión, tanto de 
las políticas activas como de las prestaciones sociales por el municipio se adecúan 
más a los ciudadanos, tanto por información fácil y accesible, como por tramitación 
más eficaz que nuestra actual configuración.

Esta cuestión se ha intentado paliar a través de las diferentes modificaciones del 
RD-Ley introduciendo por una parte los denominados “certificados autonómicos de 
cumplimiento” (art. 29); y, por otra, con la participación en la gestión de las Entida-
des del Tercer Sector de acción social, que deben estar inscritas en el registro de 
mediadores del IMV (DT octava), creado al uso.

Por lo que se refiere a la primera cuestión introducida en diciembre de 2020 se 
quiere destacar que propone una de las formas de colaboración CCAA-Estado 
más extrañas jurídicamente que he visto en los últimos 20 años. Se trata de una 
especie de descentralización en la gestión, que, realmente, no lo es, por la que 
las CCAA pueden recoger las solicitudes y la documentación de las personas que 
soliciten el IMV o, por ejemplo, en el ámbito de Cataluña que se encuentren per-
cibiendo la renta catalana de la ciudadanía; una vez recibida la documentación 
a través de medios telemáticos la CA lo reenvía certificando que se cumplen los 
requisitos para obtener la prestación. Pero se establece que como el INSS otor-
gue la prestación a esa persona o núcleo familiar y se aprecie que no se debería 
haber recibido la prestación en esos términos porque la solicitud y documentación 
no eran correctas ni exactas, se solicitará el reintegro de cantidades indebidas a la 
persona/s perceptoras; y, si estas no pudieran abonarlo, será la CA la responsable 
subsidiaria por haber emitido el certificado autonómico de cumplimiento.

1	  En este sentido, puede leerse:   Domínguez Martín, M.,” El papel (¿protagonista?) de los municip-
ios en el otorgamiento del Ingreso Mínimo vital”, 8 junio 2020, accesible en: https://www.idluam.org/blog/
el-papel-protagonista-de-los-municipios-en-el-otorgamiento-del-ingreso-minimo-vital/. 

2	  Así, puede leerse en Burriel Rodríguez-Diosdado, P., “La crisis en las políticas de empleo. La 
modélica Dinamarca y la situación en España”, Economía Española y Protección social núm. VI, 2014. págs. 
25-26, especialmente. 
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Hasta el momento, salvo error u omisión por mi parte, en nuestro sistema presta-
cional actual no ha existido semejante previsión. 

A este punto debemos añadirle la falta de medios y recursos que se ha eviden-
ciado en el IMV, pese a que la descapitalización humana de las Administraciones 
públicas no sea algo novedoso. 

En concreto, en la tramitación de la prestación del IMV se han apreciado las si-
guientes carencias a través de los tres momentos de su proceso:
 

◗	  �Primero, se otorgó la gestión a la plantilla del INSS, sin refuerzo de 
la misma, debiendo asumir el INSS a través de su personal la ges-
tión de una nueva prestación a base de horas extraordinarias. 

◗	  �Segundo, ante el “cuello de botella” formado se descentralizó la ges-
tión a una entidad pública, TRAGSA. Lo cual nos sitúa en el marco 
de cuestionarnos la legitimación jurídica de que la gestión de una 
prestación pública, de la Seguridad social, la haga una empresa 
descentralizada. Entidad que, además, renunció a tal encargo a lo 
largo del 2020 ante la imposibilidad de descongestionar el sistema.

◗	  �Tercero, volvió la prestación al INSS, a través interinidad contrac-
tual o estatutaria, fórmulas de precariedad del trabajo, sin que por 
el momento se haya acelerado al ritmo necesario el análisis de las 
solicitudes y su gestión.

Determinación de su ámbito subjetivo (arts. 4, 5, 6 bis 
y quater RD-L 20/2020)

Una de las primeras cuestiones que surgen en esta cuestión es cuántas 
modificaciones más serán necesarias para adaptarse a las múltiples realidades 
familiares existentes. 

Sin entrar en todos los detalles normativos actuales es cierto que hay una tenden-
cia correcta en cuanto a la flexibilización de los requisitos cuando existen hijos, 
protegiendo especialmente a la infancia, tal y como se nos ha recomendado tam-
bién desde instancias internacionales. 

Se ha mejorado el concepto de “domicilio” en las últimas reformas para permitir la 
inclusión del concepto de “domicilio ficticio” y así facilitar el acceso a la prestación 
de una pare de la población más desfavorecida, las personas sin hogar. 
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Sin embargo, carece de justificación la rigidez en el concepto de “parejas de he-
cho”.  El art. 6.1 párr. segundo RD-L 20/2020 establece literalmente que: 

“A efectos de lo establecido en este artículo, se considerará pareja de he-
cho la constituida con análoga relación de afectividad a la conyugal con al 
menos dos años de antelación, por quienes, no hallándose impedidos para 
contraer matrimonio, no tengan vínculo matrimonial con otra persona y ha-
yan convivido de forma estable y notoria con carácter inmediato a la solicitud 
de la prestación y con una duración ininterrumpida no inferior a cinco años”. 

Esta configuración de la pareja de hecho exigiéndose los mismos requisitos que 
para el acceso a la pensión de viudedad (art. 221 LGSS, entre otros, de confor-
midad con la doctrina del TC y del TS3) supone un importante obstáculo para el 
acceso a la misma, exigiéndose una estabilidad innecesaria a mi modo de ver en 
este tipo de prestación cuyo objetivo es paliar la pobreza, no nos olvidemos. Junto 
a esto tampoco es acorde con la realidad social actual ni con la configuración legal, 
por ejemplo, de las parejas de hecho en las diferentes CCAA, que puede provocar 
un efecto excluyente. 

Por ejemplo, en Cataluña se produce una distorsión significativa. La Ley 25/2010, 
de 29 de julio, del libro segundo del Código Civil de Cataluña, relativo a la perso-
na y la familia, expresa en su art. 234.1 que una pareja de hecho se constituye: 
1) por la convivencia ininterrumpida durante dos años; 2) por tener la pareja de 
hecho un hijo/a en común y; 3) por la voluntad expresa de la pareja de hecho de 
constituirse en pareja estable manifestada en escritura pública. A su vez, la Orden 
JUS/44/2017, de 28 de marzo, aprueba el Reglamento del Registre de parejas 
estables de Cataluña, pero, con la advertencia principal de que este registro no 
tiene carácter constitutivo. Por lo tanto, en Cataluña la consideración de parejas de 
hecho se produce sin la necesidad de inscripción registral, acreditando la misma a 
través de tres mecanismos, en función de cómo y porqué se haya constituido esta.

Asimismo, se quiere destacar cómo en las reglas especiales para la unidad de 
convivencia (arts. 6.1. 4 párr. y 6 ter RD-L 20/2020) se incluye para la acreditación 
de estas circunstancias la participación de los servicios sociales y de las Entida-
des del Tercer Sector para la certificación de aquellas. Sin embargo, los servicios 
sociales, sobre los que se descarga mucha responsabilidad en materia de acredi-

3	  En este sentido, STS núm. 58/2018, de 25 de enero de 2018, Rcud., P: Luis Fernando de Castro 
Fernández. También interesante la STS 1142/2017, de 2/03/2017, Rcud., P: José Manuel López García de 
la Serrana, que deniega la pensión de viudedad, a una pareja de hecho, al superviviente, separado judicial-
mente y sin derecho a pensión compensatoria, tras casi 8 años de convivencia y con el perceptivo Registro 
de parejas de hecho, debido al impedimento para contraer matrimonio, sin que deban tenerse en cuenta 
otras circunstancias.
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tación de situaciones, no tienen constancia de esta situación, ni se les ha formado 
para ello y, en la práctica, están expresando su falta de competencias para la cer-
tificación de estas situaciones especiales de convivencia.

Residencia legal y efectiva. Art. 7 RD-L 20/2020

Como requisito de acceso se establece que todas las personas beneficia-
rias deben acreditar la residencia legal y efectiva en España, 1 año anterior a la 
solicitud, como requisito de acceso, con una serie de excepciones significativas, 
de personas que son víctimas de trata de seres humanos y de explotación sexual, 
mujeres víctimas de violencia de género y menores incorporados a la unidad fa-
miliar; en este último punto, la incorporación de los menores será por nacimiento, 
adopción o acogimiento permanente, habiéndose excluido sin acierto, desde 
mi punto de vista, el acogimiento provisional como hacen algunas rentas míni-
mas de las CCAA.  

Junto con lo indicado en el art. 7.2 RD-L 20/2020 el requisito de la residencia de 
1 año se ve incrementando cuando se trate de personas que solicitan el IMV de 
manera individual, en los siguientes casos: 

◗	  �Cuando se trata de personas mayores de 30 años, el requisito de 1 
año se exige que vaya referido a vida independiente de sus progeni-
tores, tutores o acogedores durante este. Algo que, como he tenido 
ocasión de expresar en otras ocasiones, es de difícil cumplimiento, 
pues si la persona no tiene recursos y está solicitando el IMV cómo 
es que ha podido vivir independientemente. 

◗	  �Cuando se trata de menores de 30 años, se tienen que acreditar 3 
años de residencia legal y efectiva, independiente de sus progenito-
res, tutores o acogedores, lo que según los datos de emancipación 
de este colectivo de edad es impensable, convirtiendo el acceso al 
IMV de una parte de la población vulnerable en una ilusión.

En definitiva, la gran mayoría de jóvenes de menos de 30 años no se han eman-
cipado por su situación de precariedad laboral, situación que se ha incrementado 
en los últimos 7 años4; asimismo, la tasa de desempleo de los jóvenes, menores 
de 30 años se ha visto incrementada según los últimos datos de la EPA.  Asimis-
mo, puede afectar a aquellas personas menores de 30 años que por búsqueda 

4	  En 2019, el 65,1% de los jóvenes españoles de entre 16 y 34 años seguí viviendo en el hogar fa-
miliar. Fundación BBVA – Ivie, “Esenciales” núm. 32 /2019, accessible en: https://www.fbbva.es/wp-con-
tent/uploads/2019/01/FBBVA_Esenciales_32.pdf.
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de empleo se hayan desplazado fuera de nuestro territorio y hayan regresado, 
pero que no puedan acreditar que llevan tres años viviendo de manera indepen-
diente, ni en España ni fuera. Y, además en el caso de los mayores de 30 años la 
situación de vulnerabilidad económica habrá impedido que la persona solicitante 
viva independientemente o, que ante la situación de necesidad económica haya 
debido regresar al domicilio familiar; teniendo en cuenta que si sus progenitores 
o tutores (o acogientes) tuvieran ingresos económicos derivados del trabajo o de 
prestaciones económicas del sistema de Seguridad social, se impide directamente 
que pueda ser solicitante individual al integrarse en una unidad familiar, en la que 
de conformidad al art. 8.2 RD-L, probablemente, no se podrá apreciar la situación 
de vulnerabilidad económica. 

Por otra parte, tampoco están siendo realistas las formas de acreditación de la 
residencia legal y efectiva, siendo realmente complejos cuando se trata de per-
sonas extranjeras, suponiendo un importante obstáculo -más durante una pande-
mia- para el acceso a una prestación mínima. 

La rigidez de los requisitos de acceso (art. 7), que pueden provocar no solo un 
efecto des-incentivador en la propia presentación, sino la exclusión directa de per-
sonas y colectivos en situación de necesidad que no cumplan lo exigido, sin que 
exista un motivo realmente objetivo para no recibir la prestación.

Especial vulnerabilidad como requisito para obtener el 
IMV (arts. 8, 18 y 19 RD-L 20/2020) 

La norma crea dos situaciones, dos formas, para el acceso a la prestación, 
como prueba de necesidad. La primera, que entrará en vigor si no hay modifica-
ción, el 1 de enero de 2022, siendo los requisitos con vocación de permanencia en 
la configuración de la prestación. Y, la segunda, el régimen excepcional, vigente 
en la actualidad y que tiene el nombre criticable de “por situación de carencia de 
rentas”, supuestamente para cubrir la situación actual, generada por la COVID-19 
y su impacto en las capas más vulnerables de la sociedad. Sin embargo, este 
régimen excepcional no solo tiene en cuenta el momento actual, sino que para 
comprobar la necesidad exige que el patrimonio del año anterior a la solicitud no 
supere determinadas cuantías; es decir, la configuración no es para atender la 
vulnerabilidad actual, tal y como indica la norma, sino que de los requisitos que se 
exigen se aprecia que la vulnerabilidad debe ser “arrastrada” desde el año anterior 
y no solo actual. Si bien a julio de 2021, con más de 1 año de pandemia, es más 
fácil poder acreditar los extremos que se piden, en el 2020 la configuración técnica 
de la norma dificultaba el acceso a la prestación a personas que habían caído en 
la vulnerabilidad a consecuencia de la COVID-19 y que no quedaban cubiertas por 
el resto de medidas de protección del sistema, ordinarias o extraordinarias.
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Por otra parte, se presenta una dificultad de acreditación de patrimonio conforme 
a las normas del RD-L, lo que hace realmente difícil que una persona o unidad en 
situación de vulnerabilidad consiga toda la documentación requerida, máxime en 
tiempos de pandemia. Y, además, para la acreditación del patrimonio, pese a que 
hay un gran número de excepciones, se recogen ingresos que, desde mi punto 
de vista, no deberían incluirse, porque no alteran la situación de necesidad eco-
nómica, sino que la refuerzan; entre ellos, por ejemplo, la recepción de ingresos 
económicos, puntuales o no, provenientes de familiares e independientemente de 
la cuantía.

En la práctica, lo que se está permitiendo es la autodeclaración de patrimonio de 
los solicitantes, sin forma determinada, lo que tiene un importante riesgo: la com-
probación posterior por parte de la administración puede finalizar en que hay una 
percepción indebida y solicitar el reintegro.

Prestación familiar por hijo/a a cargo. Art. 16 y 
Disposición Transitoria 1ª RD-L 20/2020

El IMV afecta también a esta prestación, haciendo desaparecer la misma 
en algunos casos y sin justificación crea de diversas situaciones. El RD-L proponía 
el reconocimiento de oficio del IMV a las personas perceptoras de la prestación 
familiar, lo cual solo ha sucedido en algunos casos. 

En líneas generales, la prestación familiar desaparece en caso de que la persona 
tenga derecho al IMV, otorgándose un derecho de opción, en 30 días, por una u 
otra prestación si el IMV es inferior a la prestación por hijo/a a cargo. Si la persona 
opta en ese plazo por el IMV, la prestación familiar se perdería. Carece de sentido, 
primero, la opción por una prestación de menor cuantía, pese a que sea mejor en 
cuanto a que no limita su percepción a la edad del menor sino solamente su con-
vivencia; y, segundo, dejar en manos de la persona perceptora de la prestación 
una decisión que debería afrontar el propio sistema y no la persona en situación 
de necesidad. 

Sin embargo, esa prestación no se pierde si el hijo/a posee una discapacidad a 
partir del 33%, pese a que haya identidad de causantes. Y, la norma prevé que, 
aunque haya identidad, si no hay derecho al IMV, a prestación familiar, lógicamen-
te, no se perderá. 
Se plantea además otra situación derivada de la afectación de la prestación fa-
miliar por el IMV, y es que cuando estamos ante personas que trabajan y que no 
solicitan el IMV, estas siguen percibiendo la prestación familiar.
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Todo lo descrito debe ser estudiado desde la óptica del derecho a la igualdad y 
no discriminación en el acceso a las prestaciones de Seguridad social, pues, aun-
que la finalidad del IMV sea la protección de la pobreza, puede estar generando 
situaciones de discriminación su incidencia en la prestación familiar. Asimismo, en 
el mes de mayo de 2021 la UE recomendaba a España intensificar la protección 
a nivel prestacional de los hijos, atendiendo a las escandalosas cifras de pobreza 
infantil de nuestro país, y es en este marco donde la aparición/desaparición de la 
prestación familiar no encuentra una adecuada justificación.

Compatibilidad con el trabajo (art. 8.4 RD-L 20/2020): 
Esperando a Godot 

No existe un año después de la norma un desarrollo Reglamentario sobre 
la compatibilidad de la percepción del IMV con el trabajo por cuenta ajena y por 
cuenta propia.  Esta situación preocupa con respecto a los efectos perversos 
que puede estar generando en la actualidad: primero, puede ser una de las cau-
sas de denegación del IMV, al estar trabajando y, por tanto, superar los ingre-
sos computables para el acceso a la prestación: y, segundo, puede provocar la 
desincentivación del trabajo por los perceptores del IMV, por miedo a perder la 
prestación. 

En el desarrollo normativo actual dicha compatibilidad es anunciada desde el pro-
pio preámbulo de la norma como uno de los objetivos de la prestación, esto es: 
garantizar la inclusión y evitar la trampa de la pobreza, con la incorporación de 
incentivos para evitar que la recepción de la prestación inhiba el amplio objeto de 
inclusión. De hecho, se prevé la participación obligatoria, solo en determinados 
casos, en estrategias de inclusión, so pena de sanciones.

Los apartados h) e i) del art. 33.1 RD-L 20/2020, aunque con una técnica legisla-
tiva algo deficiente, establecen una serie de obligaciones, en caso de compatibili-
dad del ingreso mínimo vital con las rentas de trabajo o actividad económica de la 
persona titular o de las personas (o alguna de ellas) pertenecientes a la unidad de 
convivencia. Son las siguientes: 

a) Cumplir con lo establecido en el art. 8.4 RD-L 20/2020 respecto a las 
condiciones para el acceso y el mantenimiento de dicha compatibilidad, 
para no desincentivar la participación en el mal llamado mercado laboral 
y que la situación de vulnerabilidad económica no implique la pérdida 
automática de la prestación. Pero sin mayor desarrollo, encomendando 
esta cuestión al desarrollo reglamentario –ahora sí, afirman- que debe 
producirse en el marco del diálogo social –principio del Pilar Europeo de 
Derechos Sociales- y que debería atender especialmente a las perso-
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nas con discapacidad y familias monoparentales en este punto. A julio 
de 2021 es especialmente grave que esto no se haya producido. 

b) Participar en las Estrategias de Inclusión que establezca el Ministerio en 
este sentido, consecuentemente con la cooperación e integración entre 
Administraciones en materia de política de empleo (arts. 2, 3 y 45 de la 
Ley de empleo). Pero, desde mi punto de vista, pese a que sea cues-
tionable la eficacia de nuestras políticas activas de empleo, el hecho 
de no establecer esta obligación de manera generalizada a todos los 
perceptores del IMV en edad de trabajar -aunque no restrictiva para el 
acceso a la prestación- puede implicar distorsiones en la amplia fina-
lidad de inclusión y de tránsito hacia la participación activa en la vida 
social. Además, la renta mínima, como hemos indicado previamente, 
es uno de los principios del Pilar Europeo de Derechos sociales, que 
debe ser adecuadamente respetado e incorporado, garantizando el ac-
ceso a bienes y servicios de capacitación, al igual que su combinación 
con incentivos para la incorporación en el mal llamado mercado laboral.

Pero, hasta el momento, el RD-L solo se ha centrado en esa garantía de la renta so-
cial mínima, dejando para un posterior momento la integración sociolaboral efectiva. 

Las obligaciones de las personas perceptoras: cierta 
incongruencia general, arts. 34-36 RD-L 20/2020

Sin ánimo de ser exhaustiva, en solo tres artículos que recogen las obliga-
ciones de las personas perceptores del IMV se producen incongruencias desde el 
punto de vista técnico y aspectos sin resolver, a los que he dedicado una publica-
ción previa, cuyo acceso es abierto en línea. Se trata de aspectos realmente pre-
ocupantes y que generan una inseguridad jurídica para las personas vulnerables, 
debido a una deficiente técnica legislativa, confusa y que no guarda relación con 
nuestro sistema de protección más parecido, el desempleo. 

Dentro de todas ellas, destaco dos en el presente informe: 

a) Corresponden tanto a la persona titular como a las personas integrantes 
de la unidad de convivencia con capacidad para trabajar la presenta-
ción anual de la declaración del Impuesto de la Renta de las Personas 
Físicas (en adelante, IRPF), de conformidad al art. 33.1.f) RD-L. Y sor-
prende por cuanto el art. 96 de la la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta 
de no Residentes y sobre el Patrimonio (en adelante, LIRPF), no ha 
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sido modificada y no incluiría por las circunstancias de renta a los per-
ceptores del IMV (arts. 17 y 96.3 LIRPF, entre otros). 

Una persona beneficiaria del ingreso mínimo vital, si no obtuviera ingre-
sos de ninguna otra fuente o pagador, no estaría obligada a presentar 
la declaración de la renta porque no alcanzaría el límite de ingresos de 
los 22.000 euros establecidos en la LIRPF; e, incluso, aunque pudiera 
tener más de un pagador, tampoco, necesariamente, superaría el se-
gundo límite, de 14.000 euros. Es por ello, que el establecimiento de 
una obligación de presentación de la declaración del IRPF a todas las 
personas beneficiarias del ingreso mínimo vital –entiéndase con capaci-
dad para ello- carece totalmente de sentido, por más que su pretendida 
finalidad pueda ser evitar el fraude, siendo una dificultad añadida para 
las personas que solicitan el ingreso mínimo vital, que son personas 
en situación de vulnerabilidad; pero, además, rompe el equilibrio de la 
LIRPF, que ha identificado, claramente, los supuestos exentos de tal 
obligación tributaria.

b) La obligación aparentemente subsidiaria de las personas integrantes 
de la unidad de convivencia de cumplir las obligaciones impuestas a 
la persona titular del IMV que no se han cumplido (art. 33.2 d) RD-L 
20/2020). Existen importantes deficiencias en la configuración de esta 
obligación, siendo las más importantes la ambigüedad que se produce 
en cuanto a las obligaciones que están incluidas -entre ellas el reintegro 
de prestaciones- y la responsabilidad solidaria que se deriva del reinte-
gro como infracción. 

✹✹✹

Todo lo indicado en las páginas precedentes es realmente preocupante, pues, aun-
que es cierto que las prestaciones de Seguridad social puedan necesitar adapta-
ciones y modificaciones en función de la experiencia de su práctica, el nacimiento 
del IMV ha estado plagado de inconcreciones técnicas en su desarrollo normativo, 
generando mayor inseguridad jurídica los continuos vaivenes normativos que ha 
sufrido en su año de vigencia. Muestra de ello son los altos porcentajes de soli-
citudes denegadas según los datos del propio Ministerio de Inclusión, Seguridad 
social y migraciones. 

En este sentido, es altamente preocupante que en la comparecencia del titular del 
Ministerio de marzo de 2021 se ha puesto de relieve que un tercio de las solicitudes 
denegadas/inadmitidas provienen de hogares unipersonales, con un sesgo impor-
tante de género, que se ve reflejado también en los hogares monoparentales.
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La mayor parte de estas cuestiones, han sido analizadas en mis siguientes publi-
caciones:

◗   �La renta garantizada de la ciudadanía en Cataluña y el ingreso mínimo 
vital: una nueva “pareja de hecho” condenada a entenderse”, dentro del 
libro VVAA: Renta mínima y democracia sustantiva: de los “derechos de 
pobreza” a los de “ciudadanía social”, pendiente de publicación. 

◗   ��(Coautoría), “El ingreso mínimo vital (IMV) como prestación con vocación 
de racionalización sistémica de una protección social suficiente y sosteni-
ble”, Primer Informe 2020-2021 del Grupo de Estudios sobre pensiones, 
Seguridad social suficiente y democracia sustantiva, para la Fundación 
Largo Caballero.

◗   ��“La cara de la pobreza y la ineficacia -una vez más- de nuestro Esta-
do del ¿Bienestar?”, El Obrero, 16 de febrero de 2021, accesible en: 
https://elobrero.es/opinion/62005-la-cara-de-la-pobreza-y-la-inefica-
cia-una-vez-mas-de-nuestro-estado-del-bienestar.html

◗   � �“Las obligaciones de las personas beneficiarias del ingreso mínimo vi-
tal: las infracciones y sanciones previstas y su posible incidencia en la 
coordinación de prestaciones de la seguridad social a nivel europeo.” 
E-Revista Internacional de la Protección Social, 2020, vol. V (2), 2020, 
pp. 94–114.

◗   � �“Cómo afrontar la crisis de la covid-19 sin desproteger a las personas 
trabajadoras: las medidas laborales adoptadas en España”. Revista Ibe-
roamericana De Derecho Del Trabajo Y De La Seguridad Social, 2(3), 
2020, 85-109. Recuperado a partir de https://aidtss.org/revistaibe-
roamericana/index.php/main/article/view/35

Encuentra todas nuestras revistas
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ARTÍCULOS
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COMPETENCIA DEL 
JUEZ DEL CONCURSO, 
COMO JUEZ LABORAL, 
PARA RESOLVER SOBRE 
SUCESIÓN DE EMPRESA
Edmundo RODRÍGUEZ ACHÚTEGUI
Magistrado especialista asuntos mercantil 

I.   �AMPLIACIÓN DE LAS COMPETENCIAS 
LABORALES DEL JUEZ CONCURSAL

Los cambios que ha supuesto el nuevo texto refundido de la Ley Concursal, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo (TRLC), amplían la 
competencia laboral de los jueces del concurso. Avanzando en el modelo que 
introdujo la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (LC), se atribuye al juez del 
concurso el conocimiento de materias propias del orden jurisdiccional social, al 
que claramente fue adscrito, en ese ámbito, al establecer un incidente concursal 
laboral remedo del juicio laboral ordinario, ordenar que resolviese conforme a la 
legislación laboral, y someter sus decisiones a control de la Sala de lo Social del 
respectivo Tribunal Superior de Justicia, a través del recurso de suplicación. 

Aunque aquí me referiré a la sucesión de empresa, destaca particularmente la 
clara voluntad del refundidor, siguiendo la jurisprudencia de la Sala 4ª del Tribunal 
Supremo, de permitir que el juez del concurso pueda declarar, cuando se tramitan 
expedientes de regulación de empleo, la existencia de grupo de empresa. La STS, 
Sala 4ª, 539/2017, de 21 junio, rec. 18/2017, fue la primera que dispuso que la atri-
bución competencial de los órganos judiciales que intervienen en el despido colec-
tivo concursal “no impide la introducción de la cuestión de la posible existencia de 
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un grupo empresarial, que pudiera alterar la valoración final de las circunstancias 
fácticas sobre las que se asienta la pretendida extinción de contratos de trabajo”. 

En la actualidad los arts. 174.2 y 175 TRLC permiten llamar, en el período de con-
sultas del ERE concursal, a que participen “personas naturales o jurídicas que in-
diciariamente puedan constituir una unidad de empresa con la concursada”. Cabe 
además solicitar la cooperación del juzgado que tramita el concurso para reclamar 
su presencia y documentación de toda índole para acreditar la eventual existencia 
de grupo. Y, sobre todo, el art.  551.2 TRLC concede legitimación a las “entidades” 
que fueron llamadas conforme al art. 174.2 TRLC al período consultas, para que 
disponen de la posibilidad procesal de recurrir en suplicación, ante la Sala de lo 
Social del TSJ, el auto que pone fin al expediente colectivo “en caso de declaración 
de la existencia de grupo laboral de empresas”. 

De esta manera será posible hacer tal declaración de existencia de grupo en el 
concurso, autorizando que los trabajadores que no perciban sus créditos en el 
mismo puedan acudir, en reclamación de cantidad, al Juzgado de lo Social, de-
mandando a las empresas del grupo no declaradas en concurso. Se facilita, de 
ese modo, la percepción de créditos contra la masa fuera del concurso, pues si 
en el mismo se declara la existencia de grupo patológico, decisión susceptible de 
control jurisdiccional vía suplicación por la Sala de lo Social del respectivo TSJ, 
parece ocioso reiterar la misma declaración, con la finalidad de obtener condenas 
dinerarias, ante el Juzgado de lo Social. 

II.   �LA DECLARACIÓN DE SUCESIÓN 
DE EMPRESA EN EL CONCURSO

Además de esta materia, el nuevo texto refundido amplía la competencia del juez 
mercantil en materia de sucesión de empresa, cuando se produce la transmisión 
de la totalidad de la misma o de unidad productiva. No cualquier transmisión se 
somete a las reglas del concurso, sino sólo las que suponen transmisión de em-
presa o unidad productiva. La mera enajenación de activos no organizados para el 
ejercicio de una actividad económica o accesoria no permite acudir a la sucesión 
de empresa, como tiene establecido la jurisprudencia social.

El concepto de unidad productiva del art. 200.2 TRLC no coincide con el del art. 44.2 
ET, pues el texto refundido modifica la regulación previa y establece que “se consi-
dera unidad productiva el conjunto de medios organizado para el ejercicio de una 
actividad económica esencial o accesoria”. De esta manera sigue la previsión del 
art. 44.2 ET y 1.1.b) de la Directiva 2001/23/CE, de 2 de marzo, pero sin exigir que 
“mantenga su entidad”, como hasta la refundición disponía el art. 149.2 LC, de forma 
semejante al Estatuto de los Trabajadores y la Directiva 2001/23. La desaparición 
de tal exigencia puede deberse a un defecto de redacción o a la deliberada decisión 
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del refundidor de facilitar la transmisión permitiendo la alteración de su extensión (1).

El concurso presupone la maleabilidad de la unidad productiva, cuya composi-
ción se describe en el inventario de la masa activa (art. 200.1 TRLC), que puede 
alterarse con las “determinaciones” de la administración concursal para facilitar la 
enajenación con indicación de los gastos precisos para garantizar la continuidad y 
“los previsibles hasta la adjudicación definitiva” (art. 217 TRLC), y el eventual ex-
pediente de regulación de empleo (art. 220.2 TRLC) en las “operaciones de enaje-
nación”. También es posible alguna limitación en la responsabilidad del adquirente, 
como se dispone en el art. 224 TRLC al que luego se aludirá. 

En ese proceso de transmisión de empresa o unidad productiva es preceptiva la 
audiencia de la representación de los trabajadores, según el art. 220 TRLC, de 
modo que no puede acordarse por la administración concursal, ni autorizarse judi-
cialmente, de modo unilateral. Si fuera preciso acudir a un previo ERE concursal 
será preceptivo aplicar las previsiones de los arts. 169 y ss TRLC, abriendo pe-
ríodo de consultas con la representación laboral, pudiéndose recurrir en suplica-
ción lo acordado o lo resuelto por el juez del concurso, aplicando las previsiones 
laborales, en el auto que le pone fin. Si la afectación de las relaciones laborales no 
alcanza los umbrales de los arts. 40.2, 41.2 y 51.1 ET, las demandas que propicie 
se solventarán ante los Juzgados de lo Social.

El cambio esencial que supone el nuevo Texto Refundido de la Ley Concursal es 
disponer que corresponde al juez del concurso declarar la existencia de sucesión 
de empresa. Tras declarar el art. 221.1 TRLC que la venta de empresa o unidad 
productiva en el concurso supone sucesión de empresa, que ha de entenderse en 
los términos del art. 44 ET, añade el art. 221.2 TRLC que “El juez del concurso será 
el único competente para declarar la existencia de sucesión de empresa”. Esta 
previsión será problemática, no sólo porque muchos hayan tachado de exceso gu-
bernamental en la aplicación de la delegación legislativa, sino por las dificultades 
prácticas que pueden presentarse cuando el concurso esté en fase de convenio o 
haya concluido, ya que en tales situaciones la competencia del juez del concurso 
habrá de construirse con dificultad. 

III.   LA DENUNCIA DE ULTRA VIRES 

La habilitación legislativa para que el gobierno elaborase un texto refundido de la 
Ley Concursal se contiene en la Disposición Final 3ª de la Ley 1/2019, de 20 febre-

1	  PALOMO BALDA, EMILIO. “Principales novedades del TRL Concursal en materia laboral. El nuevo 
régimen jurídico de la sucesión de empresa en el concurso y su incidencia en el ámbito de la jurisdicción 
social”, IX Foro Aranzadi Social Baleares, 27 mayo 2021, pág. 27.
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ro, de Secretos Empresariales, que autoriza al poder ejecutivo a elaborar y apro-
bar un texto refundido con la expresa previsión de que “Esta autorización incluye 
la facultad de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que deban ser 
refundidos”. El preámbulo de la ley expone las razones por la que ha introducido 
notables cambios precisamente en el tratamiento de la sucesión de empresa, que 
se avalan tanto el dictamen del Consejo de Estado como el informe mayoritario del 
CGPJ, con voto particular de Juan Martínez Moya. 

Desde muy temprano se puso de manifiesto la importancia del cambio que preten-
día la refundición (2). Aprobado el texto refundido muchos han entendido que se 
incurre en ultra vires (3), basándose principalmente en la jurisprudencia laboral que 
ha defendido siempre que la sucesión de empresa es materia que corresponden 
al orden jurisdiccional social (4). También se ha recogido ya por algunos tribunales 
del orden jurisdiccional social (5). Tal presupuesto, sin embargo, no se cuestiona 
en la refundición. 

En efecto, cuando en 2003 se aprueba la Ley Concursal se introdujo en el Esta-
tuto de los Trabajadores un art. 57 bis que disponía especialidades en caso de 

2	  ETXARANDIO HERRERA, EDORTA. “La enajenación concursal de unidad productiva”, Anuario de 
Derecho Concursal nº 43/2018, BIB 2017\43511, pág. 17 de la versión digital.

3	  BLASCO PELLICER, ÁNGEL. “Aspectos laborales en el nuevo Texto Refundido de la Ley Concur-
sal”. XXI Jornades Catalanes de Dret Social, 2021, pág. 15; GONZÁLEZ CALVET, JAUME. “La ejecución 
dineraria en la jurisdicción social. Adaptada a la nueva Ley Concursal 1/2020, de 5 de mayo”, Edit. SEPIN, 
Las Rozas (Madrid), 2020, pág. 266; GÓMEZ ARBÓS, JUAN. “Ultra vires y el nuevo texto refundido de la 
Ley Concursal”, Boletín de la Comisión de lo Social de Juezas y Jueces para la Democracia nº 217, diciem-
bre 2020, pp. 33-42; PALOMO BALDA, E. “Principales novedades…”, op. cit., pp. 14 y ss.  

4	  La primera resolución que así lo declaró fue la STS 29 octubre 2014, rec. 1573/13, 
ECLI:ES:TS:2014:5228. Luego lo reiteran las STS 20/2017, de 11 enero, rec. 1689/2015, 
ECLI:ES:TS:2017:456, 442/2017, de 18 mayo, rec. 1645/2015, ECLI:ES:TS:2017:2207, 539/2017, de 21 
junio, rec.18/2017, ECLI:ES:TS:2018:3371, 592/2017, de 5 julio, rec. 563/2016, ECLI:ES:TS:2017:3151, 
8/2018, de 11 enero, rec. 3290/2015, ECLI:ES:TS:2018:164, 209/2018, de 27 febrero, rec. 112/2016, 
ECLI:ES:TS:2018:752, 264/2018, de 8 marzo, rec.1352/2016, ECLI:ES:TS:2018:989, 455/2018, de 26 
abril, rec. 2004/2016, ECLI:ES:TS:2018:1777, 594/2018, de 5 junio, rec. 471/2017, ECLI:ES:TS:2018:2351, 
599/2018, de 6 junio, rec. 372/2016, ECLI:ES:TS:2018:2258, 886/2018, de 3 octubre, rec. 259/2017, 
ECLI:ES:TS:2018:3660, 49/2019, de 23 enero, rec. 1690/2017, ECLI:ES:TS:2019:418, 825/2019, 
de 4 diciembre, 3989/2017, ECLI:ES:TS:2019:4253, 864/2019, de 12 diciembre, rec. 3892/2017, 
ECLI:ES:TS:2019:4331, 876/2019, de 17 diciembre, rec. 1815/2017, ECLI:ES:TS:2019:4265, 
325/2020, de 13 mayo, rec. 1239/2018, ECLI:ES:TS:2020:1538, 584/2020, de 2 julio, rec. 119/2018, 
ECLI:ES:TS:2020:258, 745/2020, de 9 septiembre, rec. 3905/2017, ECLI:ES:TS:2020:2906, y 1113/2020, 
de 11 diciembre, rec. 416/2018, ECLI:ES:TS:2020:4375, 179/2021, de 10 febrero, rec. 2264/2018, 
ECLI:ES:TS:2021:658, y 186/2021, de 10 febrero, rec. 3740/2018, ECLI:ES:TS:2021:659, entre otras.

5	  Auto del Juzgado de lo Social nº 5 de Barcelona, de 29 de enero de 2021, ECLI:ES:JSO:2021:1A, 
y de mismo juzgado y procedimiento, de 12 abril; ATSJ Madrid, 21/2021, de 26 mayo.
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relaciones laborales en empresas en situación de insolvencia. De tal precepto pro-
viene la vigente redacción del art. 57 ET, que dispone “En caso de concurso, a los 
supuestos de modificación, suspensión y extinción colectivas de los contratos de 
trabajo y de sucesión de empresa, se aplicarán las especialidades previstas en la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal”. 

La norma contempla expresamente que han de aplicarse, en situaciones de con-
curso, las especialidades de la regulación concursal en caso de EREs concursales 
y sucesión de empresa. Al comienzo se indicó que nunca se ha cuestionado que 
los jueces del concurso, aplicando normas laborales a las que se remite expresa-
mente la Ley Concursal, resuelven conforme a esa legislación y jurisprudencia los 
expedientes colectivos que se susciten durante el concurso, sometidos al control 
jurisdiccional de las Salas de lo Social de los respectivos Tribunales Superiores 
de Justicia. Una competencia laboral, que corresponde a los jueces del concurso 
como parte del orden jurisdiccional social, en aplicación de la previsión del art. 57 
ET y las previsiones orgánicas y ordinarias de las leyes correspondientes. 

En materia de sucesión de empresa también tenemos a un juez, el del concurso, 
que aplica las normas laborales sobre sucesión de empresa del art. 44 ET, con las 
especialidades de la ley concursal por remisión del art. 57 ET. No creo que pueda 
sostenerse que la sucesión de empresa no es institución laboral. Está prevista y 
disciplinada en el art. 44 ET, y los jueces del concurso tendrán que aplicarla (6), 
igual que hacen en otras materias laborales (ERTEs, contratos de personal de alta 
dirección, convenios colectivos…), atendiendo las exigencias de la jurisprudencia 
laboral. Las decisiones que el juez del concurso tome en materia de sucesión de 
empresa podrán ser recurridas también ante las Salas de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia (7), puesto que se trata de materia laboral, disciplinada en el 
Estatuto de los Trabajadores, e interpretada por los tribunales sociales. 

Esto significa que el juez del concurso actúa en esta materia, igual que en las de-
más indicadas, como parte del orden jurisdiccional social. Como ocurre en otros 
casos (Jueces de 1ª Instancia e Instrucción, o de Violencia sobre la Mujer), parti-
cipa de dos órdenes jurisdiccionales, civil y social. El juez del concurso, como juez 
laboral, resuelve en situaciones concursales sobre sucesión de empresa, aplican-
do el Estatuto de los Trabajadores, la jurisprudencia social, y sometido a control ju-
risdiccional de las Salas de lo Social. La competencia, en esta materia, no ha sido 

6	  Entre los jueces especialistas de lo mercantil no tiene duda sobre la necesaria aplicación de la nor-
mativa y jurisprudencia laboral en materia de sucesión de empresa, SHAW MORCILLO, LUIS. “De la trans-
misión de la unidad productiva en el concurso”, Practicum Concursal 2021, PRENDES-PASTOR (Dtres.), 
Thomson Reuters, pág. 736.

7	  Dispone el art. 551.1 TRLC, que se refiere a los recursos en materia laboral, que son recurribles 
en suplicación las resoluciones que se dicten en “incidentes concursales relativos a acciones sociales cuyo 
conocimiento corresponda al juez del concurso”. 
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trasladada, sino que sigue residenciada en el orden jurisdiccional social, aunque 
el art. 57 ET obligue a aplicar las especialidades que recoge el Texto Refundido de 
la Ley Concursal.

No hay ultra vires, porque la competencia no cambia de orden jurisdiccional, sino 
que se atribuye a un juez laboral especializado en insolvencias, el juez del concur-
so, para que aplique las previsiones sobre sucesión de empresa del art. 44 ET con 
las especialidades a que obliga el art. 57 ET, que remite en estos casos a la legis-
lación concursal, aplicando la jurisprudencia laboral y bajo el control jurisdiccional 
de las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia. 

IV.   �LAS LIMITACIONES LEGALES A LA SUBROGACIÓN 
EN LAS OBLIGACIONES DEL TRANSMITENTE 

El texto refundido de la Ley Concursal introduce precisiones que suponen la limi-
tación de la responsabilidad del adquirente de la empresa o unidad productiva. La 
disciplina legal se basa en la posibilidad admitida en el §48 del ATJUE 28 enero 
2015, C-688/13, ECLI:EU:C:2015:46, Gimnasio Deportivo San Andrés, que inter-
pretando la Directiva 2001/23/CE, permita que el legislador nacional pueda dispo-
ner, en caso de transmisión de todo o parte de la empresa en procedimientos con-
cursales, limitaciones a la responsabilidad del empresario cesionario, adquirente 
de la empresa o unidad productiva. 

Ahora hay tal previsión en el texto refundido, que introduce especialidades a la su-
cesión de empresa en materia concursal, que el art. 57 ET obliga a aplicar. El art. 
222.1 TRLC, al disponer que “el adquirente quedará subrogado en los contratos 
afectos a la continuidad de la actividad profesional o empresarial que se desarro-
lle en la unidad o unidades productivas objeto de transmisión, sin necesidad de 
consentimiento de la otra parte”, supone la subrogación ipso iure, también de los 
contratos laborales, sin necesidad de consentimiento de la otra parte contractual. 

Como derivado de esos contratos pueden existir créditos pendientes de pago al 
producirse la subrogación, el art. 224 TRLC establece una regulación que supone, 
como regla general, que la transmisión de unidad productiva no lleva aparejada 
obligación de pago de los créditos concursales o contra la masa, no abonados por 
el concursado antes de la transmisión. 

Hay tres excepciones a esa limitación: i) que el adquirente manifieste que está 
dispuesto a subrogarse; ii) que una disposición con rango de ley ordene la subro-
gación forzosa, como sucede con los arts. 142.1 y 168.2 LGSS; y iii) que “cuando 
se produzca sucesión de empresa respecto de los créditos laborales y de seguri-
dad social correspondientes a los trabajadores de esa unidad productiva en cuyos 
contratos quede subrogado el adquirente” (art. 224.1.3º TRLC). 
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Esta última previsión supone recuperar lo que se conoció como “regla del períme-
tro” (8), y establece que en casos de transmisión concursal de empresa o unidad 
productiva, la responsabilidad del adquirente se extiende no sólo al precio de la 
adquisición, sino también a las deudas que no se abonen en el concurso deriva-
das, exclusivamente, de los contratos laborales en que se subroga el adquirente. 

Ya vigente la norma se ha dictado la STS (Sala 4ª) 1113/2020, de 11 diciembre, 
rec. 416/2018, ECLI:ES:TS:2020:4375, que indicaba que la transmisión de uni-
dad productiva en el concurso supone las consecuencias del art. 44.3 ET, norma 
de carácter imperativo que opera salvo disposición en contrario, de modo que el 
art. 184.4 LC no excluye el régimen de sucesión de empresa al transmitir unidad 
productiva en el seno del concurso. La sentencia indica en el FJ 2º.2 que “el art. 
44 ET es una norma de carácter imperativo; lo que implica que el fenómeno de la 
sucesión opera salvo que exista una disposición que dispusiera lo contrario en es-
tos particulares supuestos de empresas en situación de concurso”. Tal disposición 
ahora se encuentra en el nuevo art. 224.1.3º TRLC, especialidad aplicable a los 
casos de transmisión de empresa en el procedimiento concursal, que es obligado 
aplicar por la remisión del art. 57 ET.

V.   �LAS GARANTÍAS DE LA TRANSMISIÓN DE EMPRESA 
O UNIDAD PRODUCTIVA EN EL CONCURSO

 
Para concluir hay que tratar de disipar alguna desconfianza del orden jurisdiccio-
nal social en casos de transmisión de empresa en el concurso, que explican la 
insistencia en privar de la competencia al juez del concurso a la hora de aplicar las 
previsiones del Estatuto de los Trabajadores, con las especialidades concursales, 
en materia de sucesión de empresa. 

Es comprensible que el legislador haya actuado con prevención en los casos de 
transmisión de empresa o unidad productiva entre particulares. Aunque en mu-
chos casos se haga con pleno respeto a la legalidad, en otros muchos se incurre 
en abusos que obligaron al legislador a introducir la institución, garantizando de 
ese modo los derechos de los trabajadores frente a actuaciones empresariales 
fraudulentas. 

8	  GENTO CASTRO, ZULEMA. “La venta de unidad productiva en el concurso”, Capítulo 22 de “El 
derecho de la Insolvencia. El concurso de acreedores”, CAMPUZANO-SAN JUAN (Dtres.), Tirant lo Blanch, 
3ª edic. 2018, pp. 805-837. RODRÍGUEZ ACHÚTEGUI, EDMUNDO. “Transmisión concursal de unidad 
productiva: continuidad, existencia de trabajadores y perímetro de la sucesión”, Revista Aranzadi Doctrinal nº 
6/2016, BIB 2016\3051.
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Sin embargo no es comparable esa forma de proceder con lo acontece en el pro-
cedimiento concursal. En este caso, existe un procedimiento reglado en los arts. 
215 y ss TRLC, que un juez se ocupa de supervisar, garantizando el cumplimiento 
de los preceptos legales. La transmisión no se realiza por el empresario, sino un 
tercero ajeno, la administración concursal (art. 216.2 TRLC). La regla es la trans-
misión mediante subasta (art. 215 TRLC), un procedimiento que garantiza la trans-
parencia de la adjudicación. 

Si no hay subasta, y se pretende la enajenación directa, la ley ordena que se ob-
tenga autorización judicial (art. 216 TRLC), que una vez declarado el concurso, 
sólo puede pretenderse por la administración concursal, de manera que ni siquiera 
puede llevar la iniciativa el empresario concursado. Para que esa autorización se 
otorgue se da audiencia a todos los personados en el procedimiento concursal que 
puedan tener interés (arts. 216.2 y 518 TRLC), y en particular, a los representantes 
de los trabajadores, que pueden manifestar lo que sea conveniente para sus inte-
reses (art. 220 TRLC). Finalmente la decisión de otorgar autorización para la venta 
directa no es del empresario concursado, sino del juez del concurso. 

Semejante conjunto de garantías no puede desdeñarse. Frente a los supuestos de 
transmisión privada, en que los perjudicados tienen a su disposición las previsio-
nes garantistas del art. 44 ET, en caso de una transmisión concursal todo el pro-
ceso es público, mediante subasta o intervención de acreedores y trabajadores, y 
supervisión judicial. Nada comparable, por tanto, a la transmisión privada, y que 
difícilmente puede generar desconfianza o sospecha de fraude. Quizá, por todo 
ello, haya de darse un voto de confianza a los intentos, en el concurso, de mante-
ner en parte la actividad productiva y las relaciones laborales que puedan perdurar 
con esta forma de enajenación de todo o parte de la empresa. 
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ESTATAL
Ley Orgánica 9/2021, de 1 de julio, de aplicación del Reglamento (UE) 2017/1939 
del Consejo, de 12 de octubre de 2017, por el que se establece una cooperación 
reforzada para la creación de la Fiscalía Europea.  Ir a texto 

Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia.  Ir a texto

Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reducción de 
la temporalidad en el empleo público.  Ir a texto

Real Decreto 507/2021, de 10 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 
2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran los departamentos ministe-
riales.  Ir a textoJU
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Real Decreto 585/2021, de 16 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 
2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran los departamentos ministeria-
les.  Ir a texto

Real Decreto 586/2021, de 20 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 
399/2020, de 25 de febrero, por el que se establecen las Comisiones Delegadas 
del Gobierno.  Ir a texto

Real Decreto 588/2021, de 20 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 
1662/2000, de 29 de septiembre, sobre productos sanitarios para diagnóstico «in 
vitro», con objeto de regular la venta al público y la publicidad de los productos de 
autodiagnóstico de la COVID-19. Ir a texto

Aplicación provisional del Protocolo Adicional a la Carta Social Europea en el que 
se establece un sistema de reclamaciones colectivas, hecho en Estrasburgo el 9 
de noviembre de 1995.  Ir a texto

Orden INT/790/2021, de 23 de julio, por la que se modifica la Orden INT/657/2020, 
de 17 de julio, por la que se modifican los criterios para la aplicación de una res-
tricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros países a la Unión Eu-
ropea y países asociados Schengen por razones de orden público y salud pública 
con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19.  Ir a texto

Orden SND/791/2021, de 23 de julio, sobre las condiciones de cuarentena a 
las que deben someterse las personas procedentes de países de alto riesgo a 
su llegada a España, durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.  Ir a texto

COMUNIDADES AUTÓNOMAS
Andalucía
Ley 2/2021, de 18 de junio, de lucha contra el fraude y la corrupción en Andalucía 
y protección de la persona denunciante.  Ir a texto

Aragón
LEY 4/2021, de 29 de junio, de modificación de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del 
Presidente y del Gobierno de Aragón.  Ir a texto

LEY 6/2021, de 29 de junio, por la que se modifican el Código del Derecho Foral 
de Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobier-
no de Aragón, y el Texto Refundido de la Ley del Patrimonio de Aragón, aprobado JU
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F07%2F17%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-11914.pdf&data=04%7C01%7C%7Cec28bcf02d6f467ddbb208d94934d5b8%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637621313919738852%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=sOI8VucqbxRbz3ki8Axau3q11W94Cc5k9%2FOS4JbPpto%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2021/07/21/pdfs/BOE-A-2021-12155.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/07/21/pdfs/BOE-A-2021-12156.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-10683
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F07%2F24%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-12404.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc54b93bd2ddf4b45095d08d94e6f4a21%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637627062468991937%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=lHUeD%2FYiB8C2sLUHFshrY6vkMrzm%2FVLrkfByOX4GaAU%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F07%2F24%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-12405.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc54b93bd2ddf4b45095d08d94e6f4a21%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637627062468991937%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=wSUrTYtrrJy8FzsD2eHceY3ThA0FGxwiIQIE%2BASQQTI%3D&reserved=0
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/125/1
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-24&DOCR=1&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&SECC-C=&PUBL-C=&PUBL=20210702&@PUBL-E=
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por Decreto Legislativo 4/2013, de 17 de diciembre, del Gobierno de Aragón, en 
lo que afecta a la regulación de los inmuebles vacantes y los saldos y depósitos 
abandonados.  Ir a texto

DECRETO 84/2021, de 30 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se fijan las 
fiestas laborales retribuidas, no recuperables e inhábiles para el año 2022 en la 
Comunidad Autónoma de Aragón.  Ir a texto

ORDEN ICD/849/2021, de 1 de julio, por la que se determinan los días de apertura 
autorizados en domingos y festivos de los establecimientos comerciales para el 
año 2022, en la Comunidad Autónoma de Aragón.  Ir a texto

Asturias
Ley del Principado de Asturias 2/2021, de 30 de junio, de primera modificación de 
la Ley del Principado de Asturias 7/2019, de 29 de marzo, de Salud, para reforzar 
el Sistema de Salud del Principado de Asturias.  Ir a texto

Ley del Principado de Asturias 3/2021, de 30 de junio, de Garantía de Derechos y 
Prestaciones Vitales.  Ir a texto

Illes Balears
Decreto-ley 5/2021, de 7 de mayo, por el que se modifican la Ley 16/2010, de 28 
de diciembre, de Salud Pública de las Illes Balears, y el Decreto-ley 11/2020, de 
10 de julio, por el que se establece un régimen sancionador específico para hacer 
frente a los incumplimientos de las disposiciones dictadas para paliar los efectos 
de la crisis ocasionada por la COVID-19. Ir a texto

Acord del Consell de Govern de 20 de juliol de 2021 pel qual s’estableixen mesu-
res excepcionals per contenir la pandèmia ocasionada per la COVID-19  Ir a texto 

Canarias
Ley 2/2021, de 7 de junio, de igualdad social y no discriminación por razón de iden-
tidad de género, expresión de género y características sexuales.  Ir a texto

LEY 3/2021, de 6 de julio, de modificación de la Ley 8/2015, de 1 de abril, de Ca-
bildos Insulares.  Ir a texto

DECRETO 66/2021, de 23 de junio, por el que se determina el calendario de fies-
tas laborales de la Comunidad Autónoma de Canarias para el año 2022, y se abre 
plazo para fijar las fiestas locales.  Ir a texto

Castilla La Mancha
Ley 2/2021, de 7 de mayo, de Medidas Económicas, Sociales y Tributarias frente a la 
Despoblación y para el Desarrollo del Medio Rural en Castilla-La Mancha.  Ir a texto
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http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-24&DOCR=3&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&SECC-C=&PUBL-C=&PUBL=20210702&@PUBL-E=
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-42&DOCR=20&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&SECC-C=&PUBL-C=&PUBL=20210709&@PUBL-E=
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1177146803333&type=pdf
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-06924&p_r_p_dispositionReference=2021-06924&p_r_p_dispositionDate=12%2F07%2F2021
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-06925&p_r_p_dispositionReference=2021-06925&p_r_p_dispositionDate=12%2F07%2F2021
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F07%2F13%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-11617.pdf&data=04%7C01%7C%7Ca6dc53f5f4094447979408d945c7e3f0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637617547427147447%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=aMwFDSkgYuqmFo5vzx6znapmkNfzVrR8acJ4cBnI7r0%3D&reserved=0
https://www.caib.es/eboibfront/es/2021/11419/651817/acuerdo-del-consejo-de-gobierno-de-20-de-julio-de-
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-11382
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2021-142-3390.pdf
http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2021-136-3297.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-11513
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Calendario Laboral. Decreto 74/2021, de 22 de junio, por el que se fija el calen-
dario laboral para el año 2022 en la comunidad autónoma de Castilla-La Mancha. 
Ir a texto

Castilla y León
ORDEN FAM/807/2021, de 21 de junio, por la que se regula el procedimiento de 
concesión y pago de la ayuda económica a las víctimas de violencia de género 
en Castilla y León prevista en el artículo 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. 
Ir a texto

Catalunya
ORDRE EMT/138/2021, de 25 de juny, per la qual s’estableix el calendari oficial de 
festes laborals a Catalunya per a l’any 2022.  Ir a texto

ORDRE EMT/156/2021, de 20 de juliol, de modificació de l’Ordre TSF/6/2021, de 
20 de gener, de modificació de l’Ordre TSF/204/2020, de 30 de novembre, per la 
qual s’estableix el calendari de festes locals a Catalunya per a l’any 2021.  Ir a texto

RESOLUCIÓ SLT/2048/2021, de 30 de juny, per la qual es prorroguen i es modifi-
quen les mesures en matèria de salut pública per a la contenció del brot epidèmic 
de la pandèmia de COVID-19 al territori de Catalunya.  Ir a texto

Galicia
DECRETO 97/2021, do 10 de xuño, polo que se determinan as festas da Comuni-
dade Autónoma de Galicia do calendario laboral para o ano 2022.  Ir a texto

DECRETO 101/2021, do 8 de xullo, polo que se crea a Comisión de Garantía e 
Avaliación da Eutanasia da Comunidade Autónoma de Galicia.  Ir a texto

ORDE do 12 de xullo de 2021 pola que se modifica a Orde do 9 de xuño de 2021 
pola que se establecen as bases reguladoras do III Plan de Rescate das persoas 
traballadoras autónomas, profesionais e empresas particularmente afectadas pola 
crise da COVID-19 mediante axudas directas para o apoio á solvencia e redución 
do endebedamento do sector privado, a través do Programa I de persoas traballa-
doras autónomas en estimación obxectiva (TR600A), do Programa II de apoio ás 
persoas traballadoras autónomas individuais e persoas traballadoras autónomas 
ou empresas con ata 10 persoas traballadoras, ou de ata 25 persoas traballadoras 
cun volume de facturación de ata 2 millóns de euros (TR600B), e do Programa 
III de apoio ás persoas traballadoras autónomas ou empresas con máis de 10 
persoas traballadoras e cun volume de facturación de máis de 2 millóns de euros, 
ou empresas de máis de 25 persoas traballadoras (TR600C), e se procede á súa 
convocatoria para o ano 2021.  Ir a texto
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https://datosabiertos.castillalamancha.es/dataset/calendario-laboral-2022-en-el-%C3%A1mbito-de-la-comunidad-aut%C3%B3noma-de-castilla-la-mancha
https://bocyl.jcyl.es/html/2021/07/06/html/BOCYL-D-06072021-2.do
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fportaldogc.gencat.cat%2FutilsEADOP%2FPDF%2F8446%2F1859954.pdf&data=04%7C01%7C%7C97c79fff79604cb9102908d93b8f75e4%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637606309928097742%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=nCOBRl%2Fyx9299inuFwlSgkN2r1aNeFaIAAfZp2%2BSOpM%3D&reserved=0
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=906969
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=905251
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210707/AnuncioG0599-300621-0003_gl.pdf
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210709/AnuncioC3K1-080721-0006_gl.html
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.xunta.gal%2Fdog%2FPublicados%2F2021%2F20210713%2FAnuncioG0599-120721-0002_gl.html&data=04%7C01%7C%7Ca6dc53f5f4094447979408d945c7e3f0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637617547427207413%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=%2F%2Fhz%2BB%2BUPQQK7FSAR8mgokE%2FLeUTWyPmqbz1U5h9wGA%3D&reserved=0
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Madrid
Decreto 83/2021, de 30 de junio, del Consejo de Gobierno, por el que se modifica 
el Decreto 85/1989, de 20 de julio, por el que se desarrolla el artículo 74.c) de la 
Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la Comunidad de Madrid, y el 
artículo 13.e) de la Ley 4/1988, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales 
de la Comunidad de Madrid, en orden al establecimiento y a la fijación de criterios 
para la distribución del complemento de productividad.  Ir a texto

Navarra
DECRETO FORAL LEGISLATIVO 2/2021, de 23 de junio, de Armonización Tribu-
taria, por el que se modifica la Ley Foral 19/1992, de 30 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido.  Ir a texto

ORDEN FORAL 165/2021, de 1 de julio, de la consejera de Derechos Sociales, 
por la que se adoptan medidas preventivas y recomendaciones en el ámbito de las 
personas mayores y personas con discapacidad como consecuencia de la evolu-
ción epidemiológica del coronavirus (COVID-19).  Ir a texto

Euskadi
LEY 2/2021, de 24 de junio, de medidas para la gestión de la pandemia de CO-
VID-19.  Ir a texto

Real Decreto 474/2021, de 29 de junio, de traspaso de funciones y servicios de la 
Administración del Estado a la Comunidad Autónoma del País Vasco sobre ejecu-
ción de la legislación del Estado en materia penitenciaria.  Ir a texto

Real Decreto 473/2021, de 29 de junio, de ampliación de los medios patrimoniales 
adscritos a los servicios de la Administración del Estado traspasados a la Comuni-
dad Autónoma del País Vasco por el Real Decreto 2380/1982, de 14 de mayo, en 
materia de puertos. Ir a texto
 
Real Decreto 476/2021, de 29 de junio, de traspaso a la Comunidad Autónoma del 
País Vasco de los medios personales, presupuestarios y patrimoniales adscritos al 
ejercicio de determinadas facultades previstas por la Ley Orgánica 5/1987, de 30 
julio, en relación con los transportes por carretera. Ir a texto

DECRETO 167/2021, de 6 de julio, de modificación del Decreto por el que se es-
tablece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Trabajo y Empleo. 
Ir a texto

Valencia
DECRET 92/2021, de 9 de juliol, del Consell, de regulació del personal funcionari 
amb habilitació de caràcter nacional.  Ir a texto
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http://www.bocm.es/boletin-completo/bocm-20210702/156/i.-comunidad-de-madrid/a%29-disposiciones-generales/consejer%C3%ADa-de-econom%C3%ADa%2C-hacienda-y-empleo
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2021/160/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2021/166/0
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2021/06/2103721a.shtml
https://www.boe.es/boe/dias/2021/07/07/pdfs/BOE-A-2021-11239.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/07/07/pdfs/BOE-A-2021-11238.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/07/07/pdfs/BOE-A-2021-11241.pdf
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2021/07/2103903a.shtml
https://dogv.gva.es/datos/2021/07/20/pdf/2021_7841.pdf
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Accede a todas nuestras publicaciones a través nuestra web 

www.juecesdemocracia.es

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

 J
UL

IO
 2

02
1

UNIÓN EUROPEA
Reglamento (UE) 2021/1147 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio 
de 2021, por el que se crea el Fondo de Asilo, Migración e Integración.  Ir a texto

Reglamento Delegado (UE) 2021/1061 de la Comisión de 28 de junio de 2021 por 
el que se prorroga el período de referencia del Reglamento (UE) 2020/1429 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se establecen medidas en favor 
de un mercado ferroviario sostenible habida cuenta del brote de COVID-19 (Texto 
pertinente a efectos del EEE) C/2021/4611.  Ir a texto

Resolución del Parlamento Europeo, de 18 de diciembre de 2019, sobre la dis-
criminación pública y el discurso de odio contra las personas LGBTI, incluido el 
concepto de «zonas sin LGBTI».  Ir a texto

Decisión de Ejecución (UE) 2021/1212 de la Comisión, de 22 de julio de 2021, por 
la que se modifica la Decisión de Ejecución (UE) 2017/253 en lo que respecta a las 
alertas activadas por amenazas transfronterizas graves para la salud y al rastreo 
de contactos de las personas expuestas detectadas en el contexto de la cumpli-
mentación de formularios de localización de pasajeros.  Ir a texto

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2021.251.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2021:251:TOC
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Feur-lex.europa.eu%2Flegal-content%2FES%2FTXT%2F%3Furi%3Duriserv%253AOJ.L_.2021.229.01.0001.01.SPA%26toc%3DOJ%253AL%253A2021%253A229%253ATOC&data=04%7C01%7C%7C4ca4898ca663470ca2c408d93ac6d0f6%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637605447878658572%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=uZRU6iBG%2Fh4MObgSarpVkVmsXVSdBnwSJnh5h%2BHBt0Y%3D&reserved=0
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv%3AOJ.C_.2021.255.01.0007.01.SPA&toc=OJ%3AC%3A2021%3A255%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2021.263.01.0032.01.SPA&toc=OJ:L:2021:263:TOC
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ESTATAL
Resolución de 28 de junio de 2021, de la Secretaría de Estado de Empleo y Eco-
nomía Social, por la que se registra y publica el Acuerdo Tripartito en materia de 
solución de conflictos laborales.  Ir a texto

Resolución de 7 de julio de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acuerdo parcial por el que se incluye un artículo en el II 
Convenio colectivo de Naturgy.  Ir a texto

Resolución de 7 de julio de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el incremento del complemento anual variable no consolidable co-
rrespondiente al año 2020 del Convenio colectivo del Grupo Champion.  Ir a texto

Resolución de 7 de julio de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el XX Convenio colectivo general de la industria química.  Ir a texto

Resolución de 7 de julio de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 

NEGOCIACIÓN 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-11446
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-12036
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-12037
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-12038
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se registra y publica la Sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional 
relativa al IV Acuerdo para la regulación de las relaciones laborales en el sector de 
la estiba.  Ir a texto

AUTONÓMICA
Asturias
Resolución de 2 de julio de 2021, de la Consejería de Industria, Empleo y Promo-
ción Económica, por la que se ordena la inscripción del acuerdo interprofesional 
para la creación y regulación de los/as Agentes Delegados/as de Igualdad en el 
Principado de Asturias, en el registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos 
de trabajo y planes de igualdad, dependiente de la Dirección General de Empleo y 
Formación. Ir a texto

Catalunya
RESOLUCIÓ EMT/2200/2021, de 6 de juliol, per la qual es disposa la inscripció i la 
publicació de l’Acord parcial de la Comissió negociadora del Conveni únic d’àmbit 
de Catalunya del personal laboral de l’Administració de la Generalitat de Catalun-
ya, relatiu a la modificació de l’article 37.9 del VI Conveni (codi de conveni núm. 
79000692011994).  Ir a texto 

Galicia
RESOLUCIÓN do 2 de xuño de 2021, da Dirección Xeral de Relacións Laborais, 
pola que se dispón a inscrición no Rexistro e a publicación no Diario Oficial de Ga-
licia do Acordo polo que se actualizan as táboas salariais do Convenio colectivo de 
actores e actrices de teatro de Galicia.  Ir a texto

La Rioja
Resolución 15/2021, de 9 de julio, de la Dirección General de Empleo, Diálogo So-
cial y Relaciones Laborales, por la que se registra y publica el acuerdo sobre tablas 
salariales para el año 2021, del convenio colectivo de trabajo para la actividad de 
edificación y obras públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja.  Ir a texto

Navarra
RESOLUCIÓN 139C/2021, de 4 de junio, de la Directora General de Política de 
Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el registro, 
depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra de las Tablas Salariales 
acordadas para el año 2021 del Convenio Colectivo del Sector Agropecuario de 
Navarra.  Ir a texto 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-12040
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2021-06818&p_r_p_dispositionReference=2021-06818&p_r_p_dispositionDate=19%2F07%2F2021
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=906687
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210628/AnuncioG0599-100621-0006_gl.html
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fias1.larioja.org%2Fboletin%2FBor_Boletin_visor_Servlet%3Freferencia%3D17310726-1-PDF-540115&data=04%7C01%7C%7C03557126025e41f7d53c08d946a289a8%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637618486339919267%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=hkkfVyS76%2FOhZ30Rd45%2FRT%2FmM%2BWKl1%2BmgIrv01yn%2B1o%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbon.navarra.es%2Fes%2Fanuncio%2F-%2Ftexto%2F2021%2F156%2F1&data=04%7C01%7C%7C87726fce524d4cb9f3ba08d9404a1c80%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637611509660930601%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=5yWHsepK0tM2IERjTTUMZNPL%2BNXECLecQNUYbXJEelQ%3D&reserved=0


36

TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL

JURISPRUDENCIA

DECRETOS LEYES 
STC 124/2021.  Ir a texto

Recurso de inconstitucionalidad 2035-2020. Interpuesto por más de cincuenta senadores 
del Grupo Parlamentario Popular respecto de la disposición final segunda del Real Decre-
to-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19. 
Límites materiales de los decretos leyes: extinción del proceso cuyo objeto ha sido anulado 
por la sentencia 110/2021, de 13 de mayo. Voto particular. 

DISCRIMINACION POR RAZON DE SEXO
STC 119/2021.  Ir a texto 

Vulneración del derecho a no padecer discriminación por razón de sexo: resolución judicial 
que no pondera las circunstancias personales de quien impugna una modificación de jorna-
da de trabajo que incide sobre el disfrute de la reducción que tiene reconocida por cuidado 
de hijos. 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA
STC 117/2021. Ir a texto

Recurso de amparo 1687-2020. Promovido por Llova Consulting, S.L., en relación con las 
resoluciones dictadas por un juzgado de lo social de Alicante en procedimiento de despido 
y reclamación de cantidad. 
Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos 
de la demandada sin agotar las posibilidades de notificación personal (STC 119/2020). 

https://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/26741
https://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/26710
https://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/26736
https://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/26734
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhj.tribunalconstitucional.es%2Fes%2FResolucion%2FShow%2F26400&data=04%7C01%7C%7C15a6ba9d5de94130bb7508d93e093c00%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637609031977502773%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=QAvNhuDoMevUMtCYIPKOAi87UyNPKF5YfvcHbUn5Yt0%3D&reserved=0
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TRIBUNAL 
SUPREMO

JURISPRUDENCIA

ACUMULACION DEL 
ACCIONES
STS 23-6-2021.  Ir a texto
Roj: STS 2625/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2625  
Nº de Recurso: 2229/2018  
Nº de Resolución: 641/2021  
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  

Resumen: Acumulación de acciones: 
acumulación de acciones de extinción del 
contrato por el trabajador y de despido. Re-
sume y reitera doctrina: La acumulación de 
ambas aciones tiene, entre otras, la finali-
dad de evitar actuaciones que persigan, 
bien por parte del trabajador eludir a tra-
vés del ejercicio de la acción resolutoria las 
consecuencias de un despido que se prevé 
inminente, o bien por parte de la empresa 
buscar la enervación de la posible acción 
resolutoria mediante una rápida decisión de 
despido. La norma que permite acumular 
las dos acciones obliga no sólo a acumular, 
sino también a debatir las dos demandas y 
a resolverlas, para evitar tener que repro-
ducir un nuevo pleito que chocaría con la 
previsión de acumulación del precepto, si 
se resolviera solo la primera y el signo del 
recurso fuera contrario a la decisión de ins-
tancia.  

a. Puesto que el precepto procesal deja sin 
concretar cuál de las dos acciones ejerci-
tadas, la resolutoria o la de despido, debe 
resolverse antes así como la incidencia 
que sobre la segunda acción produzca lo 
resuelto sobre la primera, es necesario es-
tablecer pautas o criterios generales de ca-
rácter orientativo.  

b. Tales criterios de resolución deben ser 
diferentes, distinguiendo los supuestos en 
que las causas de las dos acciones sean las 
mismas de aquellos otros en que el incum-
plimiento empresarial alegado para fundar 
la voluntad resolutoria del trabajador nada 
tenga que ver con la falta que se impute a 
éste en la carta de despido, es decir, cuan-
do las causas de una y otra acción sean in-
dependientes.  

c. Cuando las dos acciones que se ejerci-
tan están fundadas en las mismas causas 
o en una misma situación de conflicto, la 
sentencia de instancia debe analizar con-
juntamente ambas acciones y las conduc-
tas subyacentes; pero ello no excluye, que 
deban quedar indemnes las garantías que, 
respecto a alegaciones, prueba y conclu-
siones, se hallan establecidas para el pro-
ceso de despido; ni quiere decir que haya 
de decidirse las dos acciones a la vez, 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/2dd217a6a33d2837/20210712
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sino que la sentencia debe dar repuesta 
en primer lugar a la que acción que con-
sidere que está en la base de la situación 
del conflicto y luego habrá de pronunciarse 
también sobre la segunda acción y emitir el 
pronunciamiento correspondiente para de-
terminar las indemnizaciones, en caso de 
que éstas procedan.  

d. Por el contrario, cuando las causas de 
una y otra acción son independientes, es 
posible el análisis autónomo de una y otra 
conducta y, por tanto, la fijación del orden 
a seguir en la respuesta a las indicadas 
acciones. Normalmente, ello conduciría a 
resolver en primer término la acción reso-
lutoria, en tanto que ejercida con anteriori-
dad a que se hubiera producido el despido, 
y luego la acción de despido, produciendo 
consecuencias el eventual éxito de la pri-
mera, en la condena que se impusiera de 
ser también acogida la segunda. A la hora 
de resolver qué acción debe decidirse an-
tes, hay que seguir un criterio cronológico 
sustantivo no excluyente, priorizando al 
análisis y resolución de la acción que haya 
nacido antes, atendiendo al hecho consti-
tutivo de la misma, si bien su éxito no im-
pedirá el examen, y decisión en su caso, 
de la otra acción. Con ello se evitan deci-
siones procesales de la parte demandante 
tendentes, mediante el simple mecanismo 
de dilatar breves días la reacción frente 
al despido, a dar prioridad a la acción de 
extinción por el mero hecho de ejercitarla 
antes.  

e.  Las consecuencias de que se hayan 
acumulado demandas por causas extintivas 
no conectadas y han sostenido lo siguien-
te, tal y como recuerda también la STS 
1019/2018 (rec. 3764/2016), deben seguir 
siendo las mismas que apuntaron las SSTS 
10 julio 2007 (rec. 604/2006) y 27 noviem-
bre 2008 (rec. 3399/2007):  

Como quiera que la acción de extinción 
produce efectos ex nunc (es decir, es de-
clarativa y produce efectos solo desde la 
fecha de la sentencia que la estima) los de-
mandantes además del derecho a percibir 
la indemnización prevista en la Ley, y dado 
el perjuicio sufrido por culpa del empresario 
que les había impedido continuar trabajan-
do como consecuencia del despido declara-
do en la sentencia improcedente, tenían de-
recho también a que se les reparase aquel 
perjuicio, mediante la condena al pago de 
salarios de tramitación, desde la fecha del 
despido hasta la de la sentencia de instan-
cia.  
 
f. Tal y como recapitula la STS 1087/2018 
de 19 diciembre (rcud. 1054/2017), cuanto 
antecede comporta abordar de modo diver-
so los casos en que las causas de las dos 
acciones sean las mismas de aquellos otros 
en que sean independientes. De igual modo, 
el artículo 32.1 LRJS establece un régimen 
específico para los casos en que las de-
mandas por extinción causal y por despido 
“están fundadas en las mismas causas o en 
una misma situación de conflicto”, al tiempo 
que incorpora previsiones diversas para los 
supuestos en que “las causas de una u otra 
acción son independientes”.  

g. La STS 319/2018 de 20 marzo (rcud. 
2271/2016) reseulveun supuesto similar 
al ahora estudiado, aplicándose asimis-
mo los preceptos de la LRJS, y conclu-
ye que dada la eficacia constitutiva de 
la sentencia que declara la extinción del 
contrato por los incumplimientos cometi-
dos por el empresario con anterioridad al 
despido, deban abonarse los salarios de-
jados de percibir por el trabajador desde 
la fecha del despido hasta la fecha de di-
cha resolución judicial, sin que a ello obs-
te que en dicho período no haya existido 
prestación de servicios por una decisión 
empresarial calificada como no ajustada 
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a Derecho. También aclara que la califi-
cación del despido como improcedente 
no permita el ejercicio del derecho de op-
ción por parte de la empresa. Recorde-
mos sus argumentos:  
“En casos como el enjuiciado en que el Juz-
gado de lo Social conoce de la demanda de 
extinción del contrato del art. 50 ET y de la 
acumulada de despido, y después de esti-
mar la inicial, decretando la extinción de la 
relación laboral, examina y acoge la ulterior, 
declarando la improcedencia del despido, 
la efectividad de ambos pronunciamientos 
y su adecuada cohonestación comporta, en 
lo que ahora interesa, una doble exigencia. 
En primer lugar, la eficacia constitutiva del 
pronunciamiento judicial de extinción del 
contrato por los incumplimientos cometidos 
por el empresario con anterioridad al des-
pido debe determinar la obligación de pago 
de los salarios dejados de percibir por el tra-
bajador hasta el momento en que el órgano 
judicial aprecia la existencia y gravedad de 
los incumplimientos alegados y declara ex-
tinguida la relación laboral por esa causa, 
sin que a ello sea óbice que en dicho pe-
ríodo no haya existido prestación de servi-
cios por una decisión empresarial calificada 
como no ajustada a derecho. Y, en segundo 
lugar, la declaración de extinción del contra-
to por tal causa impone que la calificación 
del despido como improcedente no permita 
el ejercicio del derecho de opción por parte 
de la empresa. 

COMPLEMENTOS NO 
SALARIALES
STS 26-5-2021.   Ir a texto
Roj: STS 2307/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2307  
Nº de Recurso: 171/2019 
Nº de Resolución: 579/2021   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  
Resumen: Complementos no salariales: 
lplus de transporte previsto en el Convenio 

Colectivo sectorial de residencias y cen-
tros de días para personas mayores de la 
Comunidad de Madrid. Está regulado en el 
art. 34 de esa norma colectiva y la senten-
cia del Tribunal Superior de Justicia de Ma-
drid de 17 de julio de 2017, procedimiento 
355/2017, declaró que ese precepto no era 
aplicable. Sin embargo, resulta incuestiona-
ble que en aquel proceso no se examinó el 
mentado complemento sin embargo dicha 
sentencia no resolvió la presente controver-
sia y no goza de fuerza de cosa juzgada po-
sitiva en el presente caso.   
El art. 6 del VI Convenio Colectivo Marco 
Estatal diferenciaba entre:  

1) Derecho necesario relativo: el convenio 
marco tenía carácter de derecho mínimo 
necesario respecto de los convenios de ám-
bito más reducido en relación con un listado 
de materias, que incluía la estructura retri-
butiva y los salarios.  

2) Derecho necesario absoluto: otras ma-
terias no eran negociables ni adaptables en 
ámbitos inferiores: período de prueba, mo-
dalidades de contratación, la clasificación 
profesional...  

El art. 34 del convenio colectivo sectorial de 
la Comunidad de Madrid regulaba cuatro 
percepciones salariales (salario base, grati-
ficaciones extraordinarias, plus de nocturni-
dad y plus de antigüedad) y una percepción 
extrasalarial (plus de transporte).  

La inaplicación de los arts. 29, 30, 34, 41, 43 
y 47 de ese convenio colectivo, por minorar 
las condiciones de trabajo de estos trabaja-
dores; no impide que los trabajadores pue-
dan seguir devengando el plus de transpor-
te porque este complemento, a diferencia 
de las percepciones salariales reguladas en 
el art. 34 de esa norma colectiva, no minora 
las condiciones establecidas en el convenio 
marco estatal

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/261c88ae2e141f67/20210621
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STS 17-6-2021.  Ir a texto
Roj: STS 2679/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2679  
Nº de Recurso: 180/2019 
Nºde Resolución: 635/2021   
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  

Resumen: Complementos no salariales. 
Propinas: una empresa de restauración co-
lectiva no  puede disponer, de manera dis-
crecional, que ya no se permite la percep-
ción de propinas en sus establecimientos.  

Salvo en el especial caso de los Casinos, 
las propinas son ajenas al salario garantiza-
do y poseen naturaleza extra salarial.  

•	 Estamos ante una liberalidad, de manera 
que la clientela decide si las abona o no.  

•	 La lista de condiciones de trabajo con-
templadas por el artículo 41 ET es me-
ramente ejemplificativa, de modo que 
aspectos del contrato de trabajo diver-
sos del salario pueden integrarse en ese 
concepto.  

•	 La percepción de propinas no puede 
esgrimirse como un derecho frente a la 
clientela, habida cuenta de su carácter 
voluntario.  

•	 En cuanto exceden de la retribución ga-
rantizada por la empresa, carecen de la 
consideración de salario al no constituir 
una contraprestación debida por la em-
presa en atención al trabajo, sino un in-
greso que se produce por la liberalidad 
de un tercero.  

•	 En suma, las propinas se excluyen del 
concepto de salario, al ser percibidas 
por el trabajador con ocasión de su tra-
bajo, por no proceder del ingreso del pa-
trimonio empresarial sino de un tercero.  

CONFLICTOS 
COLECTIVOS
STS 15-6-2021.  Ir a texto
Roj: STS 2480/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2480
Nº de Recurso: 85/2019
Nº de Resolución: 626/2021
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE

Resumen: Conflicto colectivo: Legitima-
ción. el sindicato Federación Andaluza de 
Transportes y Comunicaciones de la Confe-
deración General del Trabajo (en adelante 
FATYC) está legitimado para interponer la 
presente demanda de conflicto colectivo. 
El sindicato demandante tiene seis repre-
sentantes unitarios de un total de 54: un 
11,11%.  

En el juicio oral se adhirió a la demanda el 
sindicato Federación de Servicios Sociales 
de la Unión General de Trabajadores de An-
dalucía, que en el ámbito de ASSDA tiene 
17 representantes unitarios: un 31,48%.  

CONTRATOS DE 
DURACION DETERMINADA
STS 15-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2462/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2462  
Nº de Recurso: 42/2020  
Nºde Resolución: 628/2021  n  
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL  

Resumen: Contratos de duración deter-
minada:  derecho de todos los trabajadores 
y trabajadoras afectados por el ámbito del 
conflicto, cuyo vínculo laboral con SEMSA 
es mediante contrato de interinaje con reser-
va de puesto de trabajo o mediante contrato 
de relevo, no solo al reconocimiento del nivel 
sino también a percibir el complemento eco-
nómico de Carrera Profesional o, en su caso, 
de Sistema de Incentivación, en los mismos 
términos y condiciones que el personal Fijo

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F5fc33abd902dae4a%2F20210713&data=04%7C01%7C%7Cec28bcf02d6f467ddbb208d94934d5b8%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637621313919758841%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=i2jjFML%2Be2y4eK67PFSjdwACOKAz%2Bs%2F1ndROzXne46M%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F712e7072c8898f51%2F20210705&data=04%7C01%7C%7Cec28bcf02d6f467ddbb208d94934d5b8%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637621313919768832%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=qpKFZGi6cXtd%2FYi8RWFzLRrJ%2BLDN%2BwzmC3eqjupj1pU%3D&reserved=0
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/2edaede95709d1f2/20210702
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CONTRATO DE TRABAJO
STS 23-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2620/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2620  
Nº de Recurso: 1272/2019  
Nº de Resolución: 644/2021  
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen: Contrato de trabajo: naturale-
za jurídica laboral de la relación mantenida 
entre el Ayuntamiento de Riola (Valencia) y 
varios técnicos municipales (una Arquitecta 
y una Ingeniera Técnica Industrial) al ampa-
ro de un Convenio de colaboración suscrito 
por la Diputación Provincial de Valencia y 
diversos Colegios Profesionales  

Concurre una prestación de servicios perso-
nal para el Ayuntamiento demandado, con-
sistente en asesorar, elaborar los informes 
necesarios en los expedientes administra-
tivos, firmando esos informes como Técni-
cos Municipales, así como informar al pú-
blico. Al efecto se disponía de un despacho 
con medios técnicos proporcionados por el 
Consistorio, y los servicios administrativos 
de éste distribuían el trabajo, organizando 
los informes en los que debía intervenirse y 
su desarrollo. La retribución era contra fac-
tura, emitida de acuerdo con lo previsto en 
el Convenio suscrito entre la Diputación y la 
demarcación territorial del Colegio Profesio-
nal, pero en una cantidad fija al mes.  

La prestación de los servicios no era espo-
rádica sino habitual, realizándose durante 
los días a la semana y horas semanales 
que correspondían, (2 horas o 4 horas), y 
las vacaciones las disfrutan en el mes de 
agosto, si bien con cierta disponibilidad si 
fuese necesaria.  

2. Tales elementos conforman un nexo de 
naturaleza laboral  

COVID 19
STS 23-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2680/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2680  
Nº de Recurso: 154/2020
Nºde Resolución: 638/2021 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  

Resumen: COVID-19. ERTE. nulidad de 
las medidas de suspensión de 224 contra-
tos de trabajo y reducción temporal de otros 
449 durante el periodo de 6 meses con 
efectos del 5.04.2020, y la declaración de la 
inmediata reanudación de los contratos de 
trabajo suspendidos y aumento al porcenta-
je de origen de las jornadas temporalmente 
reducidas, así como la condena al pago de 
los salarios dejados de percibir por los tra-
bajadores hasta la fecha de reanudación del 
contrato o en su caso al abono de las dife-
rencias que procedieran respecto al impor-
te percibido en concepto de prestación por 
desempleo durante el período de suspen-
sión o reducción, sin perjuicio del reintegro 
que proceda realizar por el empresario del 
importe de dichas prestaciones a la entidad 
gestora del pago de las mismas.  

Se aprecia la falta de un desarrollo válido del 
periodo de consultas, analizando al efecto 
las comunicaciones, reuniones y documen-
tación proporcionada por la empresa, desta-
cando la omisión de los criterios de designa-
ción de los trabajadores afectados, de lo que 
nada se decía en la Memoria, la ausencia de 
buena fe negocial por esa parte, así como 
la comunicación extemporánea que inexora-
blemente conduce a la caducidad del expe-
diente y consiguiente ineficacia.  

DESEMPLEO
STS 23-6-2021. Ir a texto 
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Roj: STS 2619/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2619  
Nº de Recurso: 877/2020 
Nº de Resolución: 646/2021  
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO AS-
TABURUAGA  

Resumen: Desempleo: trabajadora que 
no tiene derecho a percibir prestación por 
desempleo  por no concurrir la situación le-
gal de desempleo  

La actora había realizado la totalidad de su 
actividad laboral, es decir el 73,97 % de jor-
nada, correspondiente a 270 días, cuando 
solicitó prestaciones por desempleo. No ha 
habido suspensión de contrato ni reducción 
de jornada ya que la actora realizó la tota-
lidad de la jornada para la que había sido 
contratada, percibiendo la pertinente retri-
bución, no constituyendo situación legal de 
desempleo el resto de jornada hasta alcan-
zar la jornada a tiempo completo. En efecto, 
si su contrato es indefinido a tiempo parcial, 
una vez realizado el periodo de parcialidad 
convenido, no se genera situación legal de 
desempleo. Atendiendo a lo establecido en 
el artículo 262.2 y 3 de la LGSS, la actora 
no se encuentra en situación de desempleo 
total ni parcial  

IGUALDAD
STS 8-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2417/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2417
Nº de Recurso: 4548/2018  
Nº de Resolución: 604/2021  
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL

Resumen: Principio de igualdad: Doble 
escala salarial. Existencia. No concurriendo 
en el presente caso los presupuestos para 
que la diferencia salarial de trato fundada 
en el concepto de antigüedad pueda ser 
conforme al principio de igualdad.

Se estima la pretensión de incremento de la 

indemnización que le correspondía al traba-
jadro, en el marco de la extinción colectiva 
de contratos, incluyendo en la cuantifica-
ción del salario a efectos indemnizatorios 
un complemento personal -que nunca an-
teriormente había percibido- por el concep-
to de antigüedad en la empresa, al haber 
ingresado en la misma el 14/11/1996, ale-
gando que la percepción de dicho comple-
mento por los trabajadores de la empresa 
ingresados con anterioridad al 1 de enero 
de 1.995, contraviene el art 14 de la CE, por 
ser contraria al principio de igualdad la exis-
tencia de una doble escala salarial justifica-
da exclusivamente en la fecha de ingreso 
en la empresa.  

Y consta asimismo que el convenio colecti-
vo del Complejo Industrial para la fábrica de 
Ence Energía y Celulosa SA ( en adelante 
ENCE) en Huelva, (donde prestaba servi-
cios la demandante), para el período 1-1-
1992 a 31-12-1996, art 5.4, regula el percibo 
del complemento personal de antigüedad, 
añadiendo que el personal que ingrese en 
la fábrica a partir del 1-1-1995, no percibirá 
el complemento personal de antigüedad ni 
devengara trienios ni quinquenios. Esta pre-
visión se mantiene con idéntica redacción 
en los convenios posteriores para los perio-
dos 1-1-1997 a 31-12-2000 y de 1-1-2001 a 
31-12-2005. En el convenio 1-1-2006 a 31-
12-2012, desapareció el complemento per-
sonal de antigüedad siendo sustituido por 
el complemento “ad personam”, que sigue 
retribuyendo la antigüedad conforme a la 
fecha de ingreso en la empresa, sin reco-
nocimiento alguno del complemento de an-
tigüedad para los trabajadores ingresados 
con posterioridad a dicha fecha, lo que su-
cede en el caso de la demandante.  

STS 9-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2421/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2421  
Nº de Recurso: 3723/2018  
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No de Resolución: 612/2021 
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL  

Resumen: Principio de igualdad: Doble 
escala salarial. Existencia. No concurriendo 
en el presente caso los presupuestos para 
que la diferencia salarial de trato fundada 
en el concepto de antigüedad pueda ser 
conforme al principio de igualdad,  
Se estima la pretensión de incremento de la 
indemnización que le correspondía al traba-
jando, en el marco de la extinción colectiva 
de contratos, incluyendo en la cuantifica-
ción del salario a efectos indemnizatorios 
un complemento personal -que nunca an-
teriormente había percibido- por el concep-
to de antigüedad en la empresa, al haber 
ingresado en la misma el 14/11/1996, ale-
gando que la percepción de dicho comple-
mento por los trabajadores de la empresa 
ingresados con anterioridad al 1 de enero 
de 1.995, contraviene el art 14 de la CE, por 
ser contraria al principio de igualdad la exis-
tencia de una doble escala salarial justifica-
da exclusivamente en la fecha de ingreso 
en la empresa.  
Y consta asimismo que el convenio colecti-
vo del Complejo Industrial para la fábrica de 
Ence Energía y Celulosa SA (en adelante 
ENCE) en Huelva, (donde prestaba servi-
cios la demandante), para el período 1-1-
1992 a 31-12-1996, art 5.4, regula el percibo 
del complemento personal de antigüedad, 
añadiendo que el personal que ingrese en 
la fábrica a partir del 1-1-1995, no percibirá 
el complemento personal de antigüedad ni 
devengara trienios ni quinquenios. Esta pre-
visión se mantiene con idéntica redacción 
en los convenios posteriores para los perio-
dos 1-1-1997 a 31-12-2000 y de 1-1-2001 a 
31-12-2005. En el convenio 1-1-2006 a 31-
12-2012, desapareció el complemento per-
sonal de antigüedad siendo sustituido por 
el complemento “ad personam”, que sigue 
retribuyendo la antigüedad conforme a la 
fecha de ingreso en la empresa, sin reco-

nocimiento alguno del complemento de an-
tigüedad para los trabajadores ingresados 
con posterioridad a dicha fecha, lo que su-
cede en el caso de la demandante.  

JUBILACION FORZOSA
STS 29-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2617/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2617  
Nº de Recurso: 4062/2018  
Nº de Resolución: 659/2021  
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES  

Resumen: Jubilación forzosa: la califica-
ción del cese del trabajador, al cumplir 65 
años de edad, no constituye un despido 
nulo, discriminatorio por razón de edad. el 
establecimiento de un límite de edad para 
el desempeño de la actividad de controla-
dor de tránsito aéreo está debida y objeti-
vamente justificada. En ese sentido se ha 
dicho que “la medida aquí cuestionada re-
sulta razonable y proporcionada ya que res-
ponde alas concretas circunstancias en las 
que se desarrolla el trabajo de los controla-
dores aéreos, tal como resalta la exposición 
de motivos de la Ley 9/2010, de 14 de abril. 
En efecto, el alto nivel de estrés, la rotación 
de turnos y la extrema responsabilidad so-
bre las operaciones aéreas que controlan 
justifican sobradamente la medida legislati-
va que, sin duda, tiene como finalidad evitar 
consecuencias negativas que pudieran de-
rivarse de la incidencia de los factores des-
critos sobre el interés general.  
 
Reitera doctrina: sentencias de 18, 21 de 
febrero, 17 de septiembre y 25 de noviem-
bre de 2020.  

JURISDICCION
STS 2-6-2021. Ir a texto 

Roj: STS 2610/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2610
Nº de Recurso: 1973/2020 
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Nº de Resolución: 595/2021 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES  

Resumen: Jurisdicción: el orden social de 
la jurisdicción es competente para resolver 
un asunto en el que se plantea el derecho 
preferente de la demandante a ser llama-
da y contratada por estar situado en mejor 
posición en la bolsa de trabajo del Ayunta-
miento de Marbella que el trabajador que 
fue contratado.  

LIBERTAD SINDICAL
STS 11-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2469/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2469  
Nº de Recurso: 166/2019 
Nº de Resolución: 621/2021  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN

Resumen: Libertad sindical: Vulneración 
inexistente: no se vulneró el derecho de li-
bertad sindical de los recurrentes, anteriores 
miembros de la comisión ejecutiva de la Fe-
deración Regional de CC.OO de exposición 
en la comisión ejecutiva de la Federación 
Regional y el mantenimiento de su función 
sindical. Alegaban que la disolución de la co-
misión ejecutiva de la Construcción y Servi-
cios de Madrid (en adelante, Federación Re-
gional), por la dimisión de la mayoría de los 
miembros de esa comisión ejecutiva y la con-
siguiente disolución del órgano.  Federación 
Regional fue fraudulenta y propiciada por los 
codemandados (Federación Estatal y Con-
federación Sindical de CC.OO) para impedir 
que aquella comisión siguiera funcionando, 
lo que se consiguió -se aducía- haciendo 
que la mayoría de sus miembros dimitieran, 
pero manteniéndoles su retribución.  
No se aprecian indicios de vulneración de la 
libertad sindical.  

LICENCIAS Y PERMISOS
STS 23-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2615/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2615  
Nº de Recurso: 161/2019
Nº de Resolución: 645/2021   
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY 
SAHUN  

Resumen: Licencias y permisos: es con-
traria a derecho la práctica de no abonar los 
pluses de idiomas y nocturnidad y los com-
plementos por festivos y domingos a los tra-
bajadores y trabajadoras que disfrutan de 
alguno de los permisos retribuidos recono-
cidos en el art. 28 del Convenio colectivo 
del sector, por lo que procede el abono de 
las cantidades indebidamente deducidas 
por tal causa.”.  

MODIFICACION 
SUSTANCIAL DE 
CONDICIONES DE 
TRABAJO
STS 15-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2463/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2463  
Id Cendoj: 28079140012021100578 
Nº de Recurso: 187/2019 
Nº de Resolución: 627/2021  
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN  

Resumen: MSCT: Existencia. Concurre 
causa organizativa que la justifica. Modifi-
cación sustancial de condiciones de traba-
jo, impuesta por la empresa demandada, 
tras concluir sin acuerdo el período de con-
sultas, consistente en reducir el período de 
jornada intensiva, disfrutado anteriormente 
desde el 15 de junio al 15 de septiembre, 
para disfrutarla únicamente en los meses 
de julio y agosto. Acreditado que el horario 
intensivo, permitido por la cláusula décimo 
sexta del pliego de prescripciones técnicas, 
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quedó limitado a los meses de julio y agos-
to, queda probada la concurrencia de causa 
organizativa, que justifica sobradamente, la 
medida impuesta por el INTRESS  

MOVILIDAD GEOGRAFICA
STS 15-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2639/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2639  
Nº de Recurso: 3696/2018  
Nº de Resolución: 624/2021   
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SA-
HUN  

Resumen: Movilidad geográfica: la de- 
cisión unilateral de la empresa de trasladar al 
actor a un centro de trabajo sito a 56 kms. de 
distancia del lugar en que venía prestando 
servicios no una acción de movilidad geo-
gráfica, pues es innegable que no existía 
cambio de residencia. Tampoco es una mo-
dificación sustancial de condiciones de tra-
bajo. Por tanto, la norma legal no impone a 
las manifestaciones del poder de dirección 
ninguna exigencia de motivación causal ni 
otorga tampoco al trabajador afectado el de-
recho extintivo que sí le atribuye en las mo-
dificaciones sustanciales

El procedimiento a seguir es el ordinario y 
no la modalidad especial del art. 138 LRJS ( 
STS/4a de 21 mayo 2020 -rcud. 326/2018-)  

NEGOCIACION 
COLECTIVA
STS 15-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2637/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2637  
Nº de Recurso: 11/2020  
Nº de Resolución: 616/2021    
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen: Negociación colectiva. Impug-
nación convenio colectivo AENA. El conte-

nido del precepto convencional que cues-
tiona actual litigio, apartados 2 y 3 del art. 
161, establece en primer término el nivel de 
representatividad para la designación de 
los 12 miembros que integran la Coordina-
dora Sindical Estatal -órgano sindicalizado 
y representativo en todas las empresas del 
Grupo AENA, cuyo ámbito de actuación se 
proyecta precisamente sobre todas las que 
integran el grupo-, que sitúa en el umbral 
del 10 por 100 del total de delegados de 
personal y/o miembros de comité de centro 
en el conjunto de los centros de trabajo del 
Grupo Aena; en segundo lugar, la distribu-
ción de dichos miembros, entre los sindica-
tos que cumplan ese requisito, dispone que 
lo será de forma proporcional al porcentaje 
de los Delegados de Personal y/o miem-
bros de comité de centro, atribuidos a cada 
uno de ellos, sobre la suma de delegados 
y/o miembros de comité de que dispongan 
en su conjunto las citadas organizaciones 
sindicales.  

Tal dicción no quiebra las previsiones tam-
bién indicadas del art. 87.3 ET, para este 
supuesto en el que examinamos un conve-
nio para un grupo de empresas, pues, di-
cho precepto, apertura la negociación en 
nombre de los trabajadores a los sindicatos 
más representativos de nivel estatal o sus 
adheridos, los más representativos autonó-
micos para ámbitos no superiores al de su 
implantación, y a los sindicatos que cuen-
ten con un mínimo del diez por ciento de 
los miembros de los comités de empresa o 
delegados de personal en el ámbito geográ-
fico y funcional al que se refiera el convenio.  

Y siendo que los incombatidos datos fácti-
cos de la sentencia impugnada revelan con 
nitidez que los sindicatos actores no alcan-
zan esa exigencia, no cabe acceder tampo-
co a la petición que aúnan de composición 
proporcional a los resultados electorales, 
pues incumpliría los requisitos legalmente 
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diseñados y que han sido trasladados co-
rrectamente por el pacto convencional al 
artículo que se combate, artículo que, rei-
teremos, se encarga de aseverar que su di-
seño no menoscaba a los Comités ni a los 
Delegados de Personal.  

Las precedentes consideraciones permiten 
afirmar que no se ha vulnerado el derecho 
a la libertad sindical ( art. 28 CE) de los de-
mandantes ni se ha desconocido su dere-
cho a la negociación colectiva ( art. 37 CE), 
ni, en fin, resulta quebrantado el principio 
de igualdad ( art. 14 CE), pues la configu-
ración de la norma lo ha sido en línea con 
el propio desarrollo estatutario y no cabe 
calificarla de ilegal, tal y como argumenta 
y concluye la resolución impugnada, plena-
mente ajustada a derecho 

PERSONAL LABORAL 
ADMINISTRACION 
PUBLICA
STS 28-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2454/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2454  
Nº de Recurso: 3263/2019  
Nº de Resolución: 649/2021   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER  

Resumen: Personal laboral Administra-
ción Pública: Contrato de interinidad por 
vacante que supera los tres años de du-
ración, en concreto 12 años. No concurre 
justificación de la falta de provisión de la va-
cante. Debe ser declarado indefinido no fijo. 
Aplicación Acuerdo Marco sobre el trabajo 
de duración determinada que figura como 
Anexo a la Directiva 1999/70/ CE. Inciden-
cia STJUE de 3 de junio de 2021. Conside-
ración de indefinido no fijo por ausencia de 
justificación objetiva de la larga duración del 
contrato.   
Aplica la STJUE de 3 de junio de 2021 

(Asunto C-726/19),  en la que se establece 
que consideraciones puramente económi-
cas, relacionadas con la crisis económica 
de 2008, no pueden justificar la inexisten-
cia, en el Derecho nacional, de medidas 
destinadas a prevenir y sancionar la utili-
zación sucesiva de contratos de trabajo de 
duración determinada. Con esa conclusión 
el TJUE viene a alterar las consecuencias 
jurídicas derivadas de las previsiones con-
tenidas en la normativa presupuestaria que 
hemos citado anteriormente -en las que se 
contemplaba la suspensión de los procedi-
mientos de cobertura de las plazas vacantes 
en los organismos del sector público-, que 
hasta la fecha hemos considerado como el 
dato decisivo para entender justificada la di-
lación en el tiempo de los procesos de con-
vocatoria y cobertura de vacantes, que legi-
timaban la concertación y el mantenimiento 
de los contratos de interinidad  
  
Rectifica aplicación doctrina: Desaparece 
de esta forma la razón por la que  la anterior 
doctrina entendía justificada, en concretas 
y determinadas circunstancias ligadas a la 
vigencia temporal de las leyes presupues-
tarias citadas, la prolongada extensión de 
tales contratos, lo que necesariamente obli-
ga a rectificarla en ese extremo.  

 
STS 29-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2792/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2792 
Nº de Recurso: 1378/2019 
Nº de Resolución: 650/2021  
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SA-
HUN  

Resumen: Personal laboral Administra-
ción Pública: Contrato de interinidad por 
vacante que supera los tres años de du-
ración, en concreto 12 años. No concurre 
justificación de la falta de provisión de la va-
cante. Debe ser declarado indefinido no fijo. 
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Aplicación Acuerdo Marco sobre el trabajo 
de duración determinada que figura como 
Anexo a la Directiva 1999/70/ CE. Inciden-
cia STJUE de 3 de junio de 2021. Conside-
ración de indefinido no fijo por ausencia de 
justificación objetiva de la larga duración del 
contrato.   
Aplica la STJUE de 3 de junio de 2021 
(Asunto C-726/19) 

PRUEBA
STS 9-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2411/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2411  
Nº de Recurso: 192/2019 
Nº de Resolución: 615/2021   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER  

Resumen: Prueba: Denegación que vul-
nera derecho a la prueba y a la tutela ju-
dicial efectiva. Censo electoral y protección 
de datos.    En materia de impugnación de 
elecciones puede resultar imprescindible 
para el derecho de defensa que tal censo 
electoral sea traído a autos como elemen-
to probatorio sin que ello pueda entender-
se como una vulneración del derecho a la 
protección de datos de los incluidos en el 
mismo  

La resolución sobre la denegación de la 
prueba o sobre la prevalencia del derecho 
a la protección de datos de los incluidos en 
el censo electoral para la inadmisión de la 
mencionada prueba, debió adoptarse me-
diante resolución especialmente motivada, 
exteriorizando los elementos de juicio en 
los que se basó la resolución, de forma que 
las razones fácticas y jurídicas quedasen 
perfectamente expuestas y, además, debió 
someterse la decisión a un estricto juicio de 
proporcionalidad, como principio inherente 
del Estado de Derecho, cuya condición de 
canon de constitucionalidad tiene especial 
aplicación cuando se trata de proteger de-

rechos fundamentales frente a limitaciones 
o constricciones que procedan de normas 
o resoluciones singulares ( STC 85/1992). 
Así el Juez, en todo caso y con independen-
cia de la naturaleza de la medida solicitada, 
habrá de someter su decisión a una suerte 
de ponderación en la que deberá motivar 
la adecuación de la medida a la finalidad, 
justa causa e interés legítimo concurrentes. 
Justificación de la medida, y posterior so-
metimiento a un juicio de ponderación que, 
en el caso que nos ocupa, se torna aún más 
exigente toda vez que limita el contenido del 
derecho fundamental protegido por el art. 
18.4 CE, lo que nos reconduce al examen 
del cumplimiento de los otros dos requisi-
tos y que resultan imprescindibles para que 
el límite sufrido por el derecho fundamental 
sea constitucionalmente legítimo: que sea 
adoptada mediante resolución judicial es-
pecialmente motivada, y que sea idónea, 
necesaria y proporcionada en relación con 
un fin constitucionalmente legítimo ( STC 
292/2000).  

REGIMEN ESPECIAL 
AUTONOMOS
STS 2-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2614/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2614  
Nºde Recurso: 5036/2018  
Nº de Resolución: 594/2021 
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO AS-
TABURUAGA  

Resumen: Régimen especial de trabaja-
dores autónomos:   para causar derecho a 
las prestaciones en el RETA es preciso que 
el trabajador se encuentre al corriente en el 
pago de las cuotas exigibles en el momento 
del hecho causante, salvo que las cuotas 
impagadas estuvieran prescritas al acaecer 
el hecho causante.  

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/588dea073f341913/20210628
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/d7b4a5f29daeab5a/20210712
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RIESGO DURANTE LA 
LACTANCIA
STS 16-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2608/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2608  
Nº de Recurso: 3978/2018  
Nº de Resolución: 632/2021   
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES  

Resumen: Riesgo durante la lactan-
cia: procede la concesión de la prestación 
porque se ha dado por acreditado riesgos 
específicos y no genéricos, cuando de los 
hechos probados obtiene como tales los 
agentes químicos (como instrunet, alcohol, 
glutaraldehido, gribón (jabón), korsolex, be-
tadine y lejía) y a agentes biológicos (como 
fluidos corporales: sangre, saliva, orina, tos, 
etc, e incluso enfermedades infecciosas 
transmisibles: TBC,VIH etc), a cuya acción 
se encuentra expuesta la actora, afirmando 
que afectan a la lactancia, tal y como lo ob-
tiene de la evaluación efectuada por el Ser-
vicio de Prevención de Riesgos Laborales, 
así como del certificado de empresa de 14 
de abril de 2014 en el que se incide en que 
la manipulación de aquellos agentes podría 
suponer riesgo debido a la transmisión por 
leche materna.  

SUCESION DE EMPRESAS
STS 8-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2410/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2410  
Nº de Recurso: 3004/2018  
Nº de Resolución: 602/2021   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Sucesión de empresas. 
Inexistencia. A los efectos de la Directiva 
2001/23/CE, de 12 de marzo, del Consejo, 
sobre aproximación de las legislaciones de 
los Estados miembros relativas al manteni-
miento de los derechos de los trabajadores 

en caso de traspasos de empresas, de cen-
tros de actividad o de partes de empresas o 
de centros de actividad, y del artículo 44 del 
Estatuto de los Trabajadores (ET), no  exis-
te una sucesión de empresa cuando el ser-
vicio de limpieza de habitaciones anterior-
mente subcontratado pasa a ser realizado 
directamente por el hotel sin asumir a las 
tres trabajadoras demandantes (parte recu-
rrida en el actual recurso).  
  Voto particular. 

STS 10-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2471/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2471  
Nº de Recurso: 4926/2018  
Nº de Resolución: 619/2021 
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN

Resumen: Sucesión de empresas. Re-
versión de actividad. Existencia. La extin-
ción del convenio de colaboración entre la 
Asociación Española contra el Cáncer de 
la Ciudad Autónoma de Melilla y el Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria para el desa-
rrollo de la actividad de cuidados paliativos, 
que dejó de prestarse por la AECC, pasan-
do a realizarla el INGESA, supone que esta 
Entidad Gestora debe subrogarse en el 
contrato de trabajo de la actora, que presta-
ba servicios como psicóloga, contratada por 
la AECC en la citada actividad en la Unidad 
de Cuidado Paliativos del Hospital Comar-
cal de Melilla.  

TIEMPO DE TRABAJO
STS 9-6-2021. Ir a texto
Roj: STS 2419/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2419  
Nº de Recurso: 27/2020  
Nº de Resolución: 617/2021    
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO AS-
TABURUAGA  

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/b12e57b87137036a/20210712
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/928760d689d835da/20210628
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/087fd231718d3fc1/20210702
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/ee2c2b744585c068/20210628
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Resumen: Tiempo de trabajo: el que 
transcurre desde que el trabajador deja su 
domilicio y llega al del primer cliente y des-
de que abandona el del últmo cliente hasta 
que llega a su domicilio. La actividad de la 
empresa sólo puede realizarse en el domi-
cilio del os clientes. Ritera doctrina STJUE 
10 septiembre 2016. Caso Tyco y STS 7 ju-
lio 2020. REC 208/2018. 

TRABAJOS DE 
COLABORACION SOCIAL
STS 15-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2678/2021 - 
ECLI:ES:TS:2021:2678  
Nº de Recurso: 4800/2018  
Nº de Resolución: 625/2021 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  

Resumen: Trabajos de colaboración so-
cial: reitera la doctrina relativa a la interpre-
tación y aplicación de lo previsto en la Dis-
posición Final segunda del RDL 17/2014, 
de 26 de diciembre a los contratos de co-
laboración social celebrados con anteriori-
dad al 27.12.2013 y que continúen vigen-
tes a la entrada en vigor del RDL 17/14 
(31/12/2014). Señalamos que pueden se-
guir desarrollándose válidamente cualquie-
ra que sea la actividad, temporal o perma-
nente, que haya sido contratada, sin perder 
por ello su naturaleza, no siendo conside-
rados, por tanto, como contratos laborales.  
Reitera doctrina:STS Pleno  24/01/2020, 
rcud. 86/2018 

VIUDEDAD
STS 9-6-2021. Ir a texto 
Roj: STS 2313/2021 - ECLI:ES:TS:2021:2313  
No de Recurso: 3901/2018  
No de Resolución: 613/2021   
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  

Resumen: Viudedad: Tras extinguirse el 
derecho a percibir pensión de viudedad 
por parte de la primera esposa del causan-
te, recupera toda su amplitud el derecho 
originario e íntegro de la viuda. No se trata 
de realizar un nuevo cálculo, ni de revisar 
los porcentajes de pensión que deba abo-
nar el INSS ni, mucho menos, de aplicar 
normas sobrevenidas al hecho causante 
sino de que cese el descuento o reparto 
que ha tenido sentido solo en tanto existía 
concurrencia de personas beneficiarias.  
Tampoco inspira esta solución el deseo 
de evitar el enriquecimiento injusto de la 
Entidad Gestora (figura que no considera-
mos aplicable al supuesto), ni de alterar 
los requisitos para que surja el derecho al 
percibo de la pensión. Lo único que suce-
de es que desaparece la causa por la que 
su importe no era satisfecho íntegramente 
a la viuda. Y, eso sí, se dispensa una pro-
tección acorde con el carácter contributivo 
que posee la viudedad examinada, ya que 
es el causante quien cumplió los requisi-
tos exigidos para que el sistema abonase 
una pensión de viudedad a su fallecimien-
to, con independencia de si era o no com-
partida.  

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/18c370451430b361/20210713
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/5d9c03bc8d75870a/20210621
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TRIBUNALES SUPERIORES 
DE JUSTICIA

JURISPRUDENCIA

Sentencia del tribunal Superior de Justicia de 
País Vasco. Rec. 903/2021 
DESPIDO NULO. DERECHOS FUNDAMENTALES (II) 
GARANTÍA INDEMNIDAD. 
Accede a la sentencia

La Sala estima el recurso de suplicación de la trabajadora y declara 
la nulidad del despido –operado como cese por no superación de 
periodo de prueba- que el Juzgado de lo Social había considerado 
improcedente, por entender vulnerada su garantía de indemnidad. 
 
Considera que no es necesario para que la reclamación de derechos 
se presente como indicio vulnerador que despliega efectos de protec-
ción del derecho constitucional a nivel de garantía de indemnidad, que 
aquélla se viabilice de manera ineludible acudiendo a la autoridad ad-
ministrativa y/o judicial, pudiendo quedarse tal reclamación en el mar-
co empresarial y sin necesidad de que sea acertada jurídicamente, 
bastando que tenga visos de no ser caprichosa, ilógica y arbitraria.

https://drive.google.com/file/d/1sr5sXRV8dB4aclf3A3_nJR1j2mhLVvYH/view?usp=sharing
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JURISPRUDENCIA

Sentencia del Juzgado de lo 
Social nº 32 de Barcelona
CONTRATACIÓN DE DURACIÓN 
DETERMINADA (I) ABUSO DE 
DERECHO EN LA CONTRATACIÓN 
TEMPORAL. ADQUISICIÓN DE 
FIJEZA. EMPLEO PÚBLICO (I) 
PERSONAL LABORAL DE LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. 

Accede a la sentencia

En esta Sentencia, la Magistrada del Juz-
gado de lo Social declara que la relación 
laboral que vincula a una trabajadora téc-
nica especialista informática del Departa-
ment de Justícia de la Generalitat de Ca-
talunya, es de carácter fijo (o indefinido 
ordinario) argumentando con referencia 
a la Sentencia de la Sala de lo Social del 
TSJ de Madrid de 17/02/2021, recaída en 
el recurso nº 845/20, que la inexistencia de 
norma legal alguna ni de mecanismo arti-
culado por la empleadora tendente a evitar 
una prestación laboral que se ha prolonga-
do durante veintisiete años consecutivos 
y se ha efectuado siempre a través de su 
previa  adscripción a bolsas de interinos/as 
que se ofertan de manera pública y gene-
ral, evidencia un incumplimiento flagrante 

y mantenido que solo puede ser  reparado 
aplicando directamente la protección del 
Derecho de la Unión y declarando que el 
vínculo que une a las partes es fijo.

Sentencia del Juzgado de lo 
Social nº 3 de Pontevedra 
CONTRATACIÓN DE DURACIÓN 
DETERMINADA (I) CONTRATO 
DE INTERINIDAD. FRAUDE DE 
LEY EN LA CONTRATACIÓN 
TEMPORAL. ADQUISICIÓN DE 
FIJEZA.

Accede a la sentencia

El Magistrado del JS 3 de Pontevedra, con 
aplicación de la doctrina recogida en las re-
cientes sentencias del TJUE de 3 de junio 
de 2021 y del Pleno del T.S. de 28 de junio 
de 2021, declara el carácter indefinido no 
fijo de la relación laboral que une al trabaja-
dor demandante con la administración de-
mandada desde el mes de junio de 2016, 
amparada en un contrato de interinidad 
para cubrir temporalmente un puesto de 
trabajo durante el proceso de selección o 
promoción para su cobertura definitiva.

JUZGADOS 
DE LO SOCIAL

https://drive.google.com/file/d/184ZxfLLPyIqc7u8d-b3j54hVHFnY0Opo/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1ssaS1rHtWK20ympAqb56rWwOeMlrK2Qu/view?usp=sharing
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TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA

JURISPRUDENCIA

DESPALZAMIENTO DE 
TRABAJADORES 

STJUE 8-7-2021.  Ir a texto
Procedimiento prejudicial — Directiva 96/71/
CEE — Artículos 1, apartado 1, 3 y 5 — Des-
plazamiento de trabajadores efectuado en 
el marco de una prestación de servicios — 
Conductores que se dedican al transporte 
internacional por carretera  — Respeto de 
las cuantías de salario mínimo del país de 
desplazamiento  — Dieta diaria  — Regla-
mento (CE) n.º 561/2006 — Artículo 10 — 
Remuneración asignada a los empleados 
en función del combustible consumido» 
En el asunto C428/19, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Gyulai Közigazgatási és Munkaügyi Bíróság 
(Tribunal de lo Contencioso-Administrativo 
y de lo Social de Gyula, Hungría), mediante 
resolución de 20 de mayo de 2019, recibida 
en el Tribunal de Justicia el 4 de junio de 
2019, en el procedimiento entre OL,    PM, 
RO y Rapidsped Fuvarozási és Szállítmán-
yozási Zrt., el Tribunal de Justicia (Sala Pri-
mera) declara: 

1)  La Directiva 96/71/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de diciem-
bre de 1996, sobre el desplazamiento de 
trabajadores efectuado en el marco de una 

prestación de servicios, debe interpretarse 
en el sentido de que es aplicable a las pres-
taciones de servicios transnacionales en el 
sector del transporte por carretera. 

2)  Los artículos 3, apartado 1, y 6 de la 
Directiva 96/71, en relación con su artículo 
5, deben interpretarse en el sentido de que 
exigen que el incumplimiento por parte del 
empleador establecido en un Estado miem-
bro de las disposiciones de otro Estado 
miembro en materia de salario mínimo pue-
da ser invocado frente a dicho empleador 
por trabajadores desplazados del primer 
Estado miembro ante los tribunales de este, 
si son competentes. 

3)  El artículo 3, apartado 7, párrafo segun-
do, de la Directiva 96/71 debe interpretarse 
en el sentido de que una dieta cuyo importe 
difiere en función de la duración del des-
plazamiento del trabajador constituye un 
complemento correspondiente al desplaza-
miento que forma parte del salario mínimo, 
a menos que se abone como reembolso de 
los gastos efectivamente realizados origina-
dos por el desplazamiento, tales como gas-
tos de viaje, alojamiento o manutención, o 
que corresponda a un incremento que mo-
difique la relación entre la prestación del tra-
bajador, por un lado, y la contrapartida que 
percibe, por otro. 

https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=243861&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=916920
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4)  El artículo 10, apartado 1, del Regla-
mento (CE) n.º  561/2006 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 
2006, relativo a la armonización de deter-
minadas disposiciones en materia social en 
el sector de los transportes por carretera y 
por el que se modifican los Reglamentos 
(CEE) n.º  3821/85 y (CE) n.º  2135/98 del 
Consejo y se deroga el Reglamento (CEE) 
n.º  3820/85 del Consejo, debe interpretar-
se en el sentido de que no se opone, en 
principio, a que una empresa de transporte 
por carretera pague a los conductores un 
complemento calculado a partir de un aho-
rro que se refleja en una disminución del 
consumo de combustible en relación con la 
distancia recorrida. No obstante, tal comple-
mento infringiría la prohibición establecida 
en dicha disposición si, en lugar de vincu-
larse únicamente al ahorro de combustible, 
recompensase ese ahorro en función de 
las distancias recorridas o del volumen de 
las mercancías que vayan a transportarse 
según un régimen que incite al conductor 
a conductas de tal naturaleza que puedan 
comprometer la seguridad en carretera o a 
cometer infracciones de las disposiciones 
del Reglamento n.º 561/2006. 

LIBERTAD DE 
ESTABLECIMIENTO
STJUE 8-7-2021.  Ir a texto
«Procedimiento prejudicial  — Artículos 
49 TFUE y 54 TFUE — Libertad de estable-
cimiento — Normativa nacional que exige a 
los nacionales de terceros países emplea-
dos en un buque que enarbole pabellón de 
un Estado miembro estar en posesión de 
un permiso de trabajo en ese Estado miem-
bro — Excepción relativa a los buques que 
no hagan escala en los puertos del Estado 
miembro más de 25 veces durante un pe-

ríodo de un año — Restricción — Artículo 
79 TFUE, apartado 5 — Normativa nacional 
que persigue establecer volúmenes de ad-
misión en el territorio del Estado miembro 
en cuestión de nacionales de terceros paí-
ses procedentes de terceros países con el 
fin de buscar trabajo por cuenta ajena o por 
cuenta propia» 
En el asunto C71/20, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Østre Landsret (Tribunal de Apelación de la 
Región Este, Dinamarca), mediante reso-
lución de 10 de febrero de 2020, recibida 
en el Tribunal de Justicia el 12 de febrero 
de 2020, en el procedimiento penal segui-
do contra VAS Shipping ApS, el Tribunal de 
Justicia (Sala Cuarta) declara: 

El artículo 49 TFUE, en relación con el ar-
tículo 79 TFUE, apartado 5, debe interpre-
tarse en el sentido de que no se opone a 
la normativa de un primer Estado miembro 
que establece que los miembros de la tripu-
lación, nacionales de terceros países, de un 
buque que enarbole pabellón de dicho Esta-
do miembro y que sea propiedad, directa o 
indirectamente, de una sociedad domicilia-
da en un segundo Estado miembro, deben 
disponer de un permiso de trabajo en ese 
primer Estado miembro, a menos que el bu-
que de que se trate no haya efectuado en 
este más de 25 escalas a lo largo de un año. 

LIBERTAD RELIGIOSA
STJUE 15-7-2021.  Ir a texto
«Procedimiento prejudicial  — Política so-
cial — Directiva 2000/78/CE — Igualdad de 
trato en el empleo y la ocupación — Prohi-
bición de discriminación por motivos de re-
ligión o convicciones  — Norma interna de 
una empresa privada que prohíbe, en el 
lugar de trabajo, el uso visible de cualquier 

https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=243865&pageIndex=0&doclang=es&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=916920
https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=244180&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2412019
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signo político, filosófico o religioso o el uso 
de signos políticos, filosóficos o religiosos 
vistosos y de gran tamaño — Discriminación 
directa o indirecta  — Proporcionalidad  — 
Ponderación de la libertad religiosa y otros 
derechos fundamentales  — Legitimidad 
del régimen de neutralidad adoptado por 
el empresario — Necesidad de acreditar la 
existencia de un perjuicio económico para 
el empresario» 

En los asuntos acumulados C804/18 y 
C341/19, que tienen por objeto sendas pe-
ticiones de decisión prejudicial planteadas, 
con arreglo al artículo 267  TFUE, por el 
Arbeitsgericht Hamburg (Tribunal de lo La-
boral de Hamburgo, Alemania) (C804/18) y 
por el Bundesarbeitsgericht (Tribunal Su-
premo de lo Laboral, Alemania) (C341/19), 
mediante resoluciones de 21 de noviembre 
de 2018 y de 30 de enero de 2019, recibidas 
en el Tribunal de Justicia el 20 de diciembre 
de 2018 y el 30 de abril de 2019, respec-
tivamente, en los procedimientos entre IX 
y WABE eV  (C804/18), y entre MH Müller 
Handels GmbH y MJ (C341/19), El Tribunal 
de Justicia (Gran Sala) declara: 

1)  Los artículos 1 y 2, apartado 2, letra a), 
de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 
27 de noviembre de 2000, relativa al esta-
blecimiento de un marco general para la 
igualdad de trato en el empleo y la ocupa-
ción, deben interpretarse en el sentido de 
que una norma interna de una empresa que 
prohíbe a los trabajadores llevar cualquier 
signo visible de convicciones políticas, fi-
losóficas o religiosas en el lugar de traba-
jo no constituye una discriminación directa 
por motivos de religión o convicciones, en 
el sentido de esta Directiva, de los trabaja-
dores que siguen determinadas reglas ves-
timentarias con arreglo a preceptos religio-
sos, siempre que esta norma se aplique de 
forma general e indiferenciada. 

2)  El artículo 2, apartado 2, letra b), de la 
Directiva 2000/78 debe interpretarse en el 
sentido de que una diferencia de trato ba-
sada indirectamente en la religión o las con-
vicciones, dimanante de una norma interna 
de una empresa que prohíbe a los trabaja-
dores llevar cualquier signo visible de con-
vicciones políticas, filosóficas o religiosas 
en el lugar de trabajo, puede estar justifica-
da por la voluntad del empresario de seguir 
un régimen de neutralidad política, filosófi-
ca y religiosa ante sus clientes o usuarios, 
siempre que, en primer lugar, este régimen 
responda a una verdadera necesidad de 
este empresario, necesidad que incumbirá 
a este acreditar tomando en consideración 
especialmente las expectativas legítimas de 
dichos clientes o usuarios y las consecuen-
cias desfavorables que sufriría sin tal régi-
men, habida cuenta de la naturaleza de sus 
actividades o del contexto en el que estas se 
inscriben; en segundo lugar, esa diferencia 
de trato sea apta para garantizar la correcta 
aplicación de dicho régimen de neutralidad, 
lo que implica que el mismo régimen sea se-
guido de forma congruente y sistemática, y, 
en tercer lugar, esa prohibición se limite a lo 
estrictamente necesario en consideración a 
la amplitud y la gravedad reales de las con-
secuencias desfavorables que el empresa-
rio pretende evitar mediante tal prohibición. 

3)   El artículo 2, apartado 2, letra  b), in-
ciso  i), de la Directiva 2000/78 debe inter-
pretarse en el sentido de que una discri-
minación indirecta basada en la religión o 
las convicciones, dimanante de una norma 
interna de una empresa que prohíbe llevar 
signos visibles de convicciones políticas, fi-
losóficas o religiosas en el lugar de trabajo 
con el objetivo de garantizar un régimen de 
neutralidad en el seno de dicha empresa, 
solo puede justificarse si esa prohibición 
cubre toda forma visible de expresión de 
las convicciones políticas, filosóficas o re-
ligiosas. Una prohibición limitada al uso de 
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signos de convicciones políticas, filosóficas 
o religiosas que sean vistosos y de gran ta-
maño puede constituir una discriminación 
directa basada en la religión o las conviccio-
nes, que, en cualquier caso, no puede jus-
tificarse sobre la base de esa disposición. 

4) El artículo 2, apartado 2, letra b), de la Di-
rectiva 2000/78 debe interpretarse en el sen-
tido de que las disposiciones nacionales que 
protegen la libertad religiosa pueden tenerse 
en cuenta como disposiciones más favora-
bles, en el sentido del artículo 8, apartado 1, 
de esta Directiva, al examinar el carácter ade-
cuado de una diferencia de trato basada indi-
rectamente en la religión o las convicciones. 

TIEMPO DE TRABAJO
STJUE 15-7-2021. Ir a texto 
Procedimiento prejudicial — Protección de 
la seguridad y de la salud de los trabajado-
res — Ordenación del tiempo de trabajo — 
Miembros de las fuerzas armadas — Aplica-
bilidad del Derecho de la Unión — Artículo 
4  TUE, apartado  2  — Directiva 2003/88/
CE  — Ámbito de aplicación  — Artículo 1, 
apartado 3 — Directiva 89/391/CEE — Ar-
tículo 2, apartado  2  — Actividades de los 
militares — Concepto de “tiempo de traba-
jo”  — Imaginarias en períodos de guardia 
localizada — Litigio relativo a la retribución 
del trabajador» 
En el asunto C742/19, 
que tiene por objeto una petición de deci-
sión prejudicial planteada, con arreglo al 
artículo 267 TFUE, por el Vrhovno sodišče 
(Tribunal Supremo, Eslovenia), mediante 
resolución de 10 de septiembre de 2019, 
recibida en el Tribunal de Justicia el 10 de 
octubre de 2019, en el procedimiento entre 
B. K. y Republika Slovenija (Ministrstvo za 
obrambo), 

l Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 

1) El artículo 1, apartado 3, de la Directi-
va 2003/88/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 4 de noviembre de 2003, 
relativa a determinados aspectos de la or-
denación del tiempo de trabajo, a la luz del 
artículo 4 TUE, apartado 2, debe interpre-
tarse en el sentido de que una actividad de 
imaginaria ejercida por un militar durante un 
período de guardia localizada está excluida 
del ámbito de aplicación de dicha Directiva: 
•	 Bien cuando dicha actividad se produz-

ca en el marco de su formación inicial, 
de un entrenamiento operativo o de una 
operación militar propiamente dicha. 

•	 Bien cuando constituya una actividad tan 
particular que no se preste a un sistema 
de rotación de efectivos que permita ga-
rantizar el respeto de las exigencias de 
dicha Directiva. 

•	 Bien cuando resulte, a la vista de to-
das las circunstancias pertinentes, que 
dicha actividad se cumple en el marco 
de acontecimientos excepcionales, cuya 
gravedad y magnitud requieran la adop-
ción de medidas indispensables para la 
protección de la vida, de la salud y de 
la seguridad colectiva y cuyo correcto 
cumplimiento se vería comprometido si 
debiera respetarse la totalidad de las 
normas contenidas en dicha Directiva. 

•	 Bien cuando la aplicación de dicha Direc-
tiva a tal actividad, al obligar a las autori-
dades afectadas a establecer un sistema 
de rotación o de planificación del tiempo 
de trabajo, no pudiera producirse sin detri-
mento del buen cumplimiento de las ope-
raciones militares propiamente dichas. 

2) El artículo 2 de la Directiva 2003/88 debe 
interpretarse en el sentido de que no se opo-
ne a que un período de guardia durante el 
cual un militar tiene obligación de permane-
cer en el cuartel al que está destinado pero 
no lleva a cabo en él una actividad laboral 
efectiva se retribuya de forma distinta que 
un período de guardia durante el cual realiza 
prestaciones laborales efectivas. 

https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=244183&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2412019
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TRIBUNAL EUROPEO 
DE DERECHOS HUMANOS

JURISPRUDENCIA

DERECHO A UN 
PROCESO JUSTO
STDH 6-7-2021 Tigrak.
Ir a texto
Derecho a un proceso justo: despido tras la 
jubilación voluntaria. 
Basándose en el artículo 6 § 1 (derecho a 
un juicio imparcial) y el artículo 1 del Pro-
tocolo n. ° 1 (protección depropiedad), la 
demandante alega que la nulidad de la sen-
tencia firme y vinculante dictada en su favor, 
mediante un procedimiento de rectificación 
de errores, violó el principio de seguridad 
jurídica y su derecho al respeto de su pro-
piedad. 
Violación del artículo 6 § 1 

STDH 13-7-2021 Bio farmland. 
Ir a texto
El caso se refiere a una denuncia de Bio 
Farmland Betriebs sobre el rechazo del Tri-
bunal de Apelación de su petición de cues-
tión prejudicial ante el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea (TJUE). 

Habiendo solicitado en 2011 apoyo al desa-
rrollo rural de la Agencia de Pagos y Pagos 
de BucarestIntervención Agrícola (APIA) para 
acceder a los pagos de la Unión Europea 

Fondo Agrícola de Desarrollo Rural, la em-
presa solicitante fue declarada elegible para 
una subvención. Eso repitió su solicitud en 
2012. En diciembre de 2012, la APIA emitió 
una decisión sobre el pago sujeto a Sancio-
nes plurianuales, reduciendo el apoyo otor-
gado en un 50%. La empresa solicitante 
trajo un acción administrativa en el Tribunal 
de Apelación, pero no tuvo éxito. Basándo-
se en el artículo 6 § 1 (derecho a un juicio 
imparcial) del Convenio, la empresa solici-
tante alega que el Tribunal de Apelación re-
chazó su solicitud de decisión prejudicial del 
TJUE sin dar razones de su decisión. 
Violación del artículo 6 

STDH 22-7-2021 Reczkowicz. 
Ir a texto 
Art. 6 § 1 (civil) • La esencia misma del dere-
cho a un “tribunal establecido por la ley” se 
ve menoscabada debido a graves irregula-
ridades en el nombramiento de los jueces 
de la recién creada Sala Disciplinaria de la 
Corte Suprema tras la reforma legislativa 
• Art 6 aplicable bajo su perspectiva civil • 
Aplicación en tres pasos del Test formulado 
en Guðmundur Andri Ástráðsson c. Islandia 
[GC] • Evaluación exhaustiva de la Corte 
Suprema y conclusión razonada de una in-
fracción manifiesta del derecho interno de-
bido a un procedimiento de nombramiento 
judicial inherentemente deficiente por par-
te del Consejo Nacional de la Judicatura 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522documentcollectionid2%2522%3A%5B%2522GRANDCHAMBER%2522%2C%2522CHAMBER%2522%5D%2C%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-210077%2522%5D%257D&data=04%7C01%7C%7C928f391f050c4f27487f08d923452ef7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637579602799092386%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=UuCdsAESvIR7HRfxz2ToB04U1r3JkZp24arpoSowsOA%3D&reserved=0
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-210869%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22fulltext%22:[%22Bio%22],%22itemid%22:[%22001-211028%22]}
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522documentcollectionid2%2522%3A%5B%2522GRANDCHAMBER%2522%2C%2522CHAMBER%2522%5D%2C%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-211127%2522%5D%257D&data=04%7C01%7C%7Cc54b93bd2ddf4b45095d08d94e6f4a21%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637627062469161836%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Mbc7nBUkPqpIbBvY16lribNs75gdcfvTvxTYOfB%2F9V8%3D&reserved=0
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reformado que carecía de independencia 
legislativo y ejecutivo • La Corte Constitu-
cional no llevó a cabo un análisis integral, 
equilibrado y objetivo de las cuestiones que 
tiene ante sí en términos de la Convención 
y acciones destinadas a socavar las con-
clusiones de la Corte Suprema • Falta de 
recurso interno para impugnar los supues-
tos defectos 

LIBERTAD DE 
EXPRESION
STDH 20-7-2021 Yartsev.
Ir a texto 
El demandante, Dmitriy Sergeyevich Yart-
sev, es un ciudadano ruso que nació en 
1988 y vive en Moscú. 

El caso se refiere a la condena del deman-
dante por gritar las consignas “Alto a la vio-
lencia policíal ”y“ Abajo el estado policial 
”durante una manifestación a favor de los 
derechos de los trabajadores. 
Basándose en el artículo 10 (libertad de ex-
presión), el artículo 11 (libertad de reunión 

y asociación) y Artículo 6 (derecho a un jui-
cio justo), el demandante se queja de haber 
sido condenado y de haberse visto a sí mis-
mo imponer una multa por gritar consignas 
que no se correspondan con los objetivos 
declarados de la reunión pública autorizada 
en la que había participado. 
Violación existente del artículo 10 CEDH  

PROHIBICIÓN DE 
DISCRIMINACIÓN 
STDH 8-7-2021 Tkhelidze.
Ir a texto
Resumen: Prohibición de discriminación y 
derecho a la via. Vulneración existente. 

Art 2 (+ Art 14) ● Obligaciones positivas ● 
Discriminación ● Incapacidad de las auto-
ridades policiales para tomar medidas pre-
ventivas para proteger a la víctima de vio-
lencia doméstica asesinada, en un contexto 
de fallos sistémicos y discriminación por 
motivos de género ● No investigar de ma-
nera efectiva la inacción 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522documentcollectionid2%2522%3A%5B%2522GRANDCHAMBER%2522%2C%2522CHAMBER%2522%5D%2C%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-211349%2522%5D%257D&data=04%7C01%7C%7Cc54b93bd2ddf4b45095d08d94e6f4a21%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637627062469161836%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=7UYZSxQeE93gtMPxRGycZGRW0xJhc3AAj5urwdpc%2F04%3D&reserved=0
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-210854%22]}
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OIT NEWS
OIT y ONU Mujeres: Es hora de decir basta a la violencia y el acoso laboral en Améri-
ca Latina y el Caribe. Ir a texto

El Consejo de Administración de la OIT elige un nuevo Presidente y Vicepresidentes 
En su 342ª sesión, el Consejo de Administración de la OIT eligió un nuevo Presidente 
y Vicepresidentes, y discutió una serie de temas derivados de la sesión de junio de la 
Conferencia Internacional del Trabajo. Ir a texto

OIT: recuperación del turismo es clave para superar crisis laboral por COVID-19 en 
América Latina y el Caribe. Ir a texto

Recapitulativo de la sesión de junio de la 109ª Conferencia Internacional del Trabajo. 
Ir a texto

Trabajar juntos para acabar con las muertes evitables por sustancias químicas tóxicas
Millones de trabajadores de todo el mundo pierden la vida cada año o sufren enferme-
dades crónicas debido a los productos químicos tóxicos en el lugar de trabajo. En un 
mensaje de vídeo dirigido al Foro de Berlín sobre Productos Químicos y Sostenibili-
dad, el Director General de la OIT, Guy Ryder, asegura que es necesaria una coope-
ración mundial para acabar con estas muertes y enfermedades evitables. Ir a texto

La OIT celebra el apoyo de los ministros de los países BRICS a favor de una recupe-
ración de la COVID-19 centrada en las personas. Ir a texto

Menos mujeres que hombres recuperarán el empleo durante la etapa post COVID-19, 
según la OIT. Ir a texto

Llamamiento mundial a la acción para una recuperación frente a la COVID-19 centra-
da en el ser humano. Ir a texto

Los representantes de gobiernos, trabajadores y empleadores que participaron en la 
109ª Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo aprobaron por unanimidad 
un llamamiento mundial a la acción para facilitar la respuesta del mundo del trabajo 
frente a la crisis de la COVID-19 y formular recomendaciones sobre la forma de forjar 
un futuro del trabajo centrado en las personas.

ORGANIZACIÓN 
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https://www.ilo.org/americas/sala-de-prensa/WCMS_807516/lang--es/index.htm
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7C4ca4898ca663470ca2c408d93ac6d0f6%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637605447878748521%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=H61SDLL%2F5OOuPfX5IfVC6hgUIOosG3ePPVaQcaQaBLU%3D&reserved=0
https://www.ilo.org/americas/sala-de-prensa/WCMS_809292/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/multimedia/video/institutional-videos/WCMS_809314/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/multimedia/video/institutional-videos/WCMS_812242/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_814430/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_813643/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/multimedia/video/institutional-videos/WCMS_815103/lang--es/index.htm
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Ministerio Empleo y Seguridad Social
El Organismo Estatal de Inspección de Trabajo y Seguridad Social y el Ministerio de 
Transportes impulsan la lucha contra la competencia desleal en el transporte por carre-
tera. Ir a texto

Calendario estadístico
Índice de precios del trabajo. Año 2018. Ir a texto

IPRIX-IPRIM. Índices de precios de exportación y de importación de productos indus-
triales. Mayo 2021. Ir a texto

Índices de Comercio al por Menor (ICM). Base 2015  
Abril 2021. Datos provisionales  
La variación mensual del Índice de Comercio al por Menor a precios constantes es del 
−0,4% si se eliminan los efectos estacionales y de calendario  
La tasa anual del Índice General del Comercio Minorista a precios constantes se sitúa 
en el 41,0% en la serie corregida de efectos estacionales y de calendario, y en el 38,5% 
en la serie original. Ir a texto 

Díaz y Belarra impulsan el trabajo digno entre los jóvenes con un convenio para com-
batir la precariedad y la temporalidad. Ir a texto

Índices de Producción Industrial (IPI). Base 2015. Ir a texto
Abril 2021. Datos provisionales
La variación mensual del Índice de Producción Industrial es del 1,2% si se eliminan los 
efectos estacionales y de calendario. La tasa anual del Índice de Producción Industrial 
se sitúa en el 48,2% en la serie corregida de efectos estacionales y de calendario, y en 
el 50,3% en la serie original  

Estadística de vida laboral de las personas con discapacidad. 2019. Ir a texto
Índice de Precios al consumo. IPC. Junio 2021. Ir a texto
Índices de cifras de negocios en la industria. Ir a texto
Indicadores de actividad del sector servicios. Ir a texto
Índice de cifra de negocios empresarial. ICNE. Mayo 2021. Ir a texto
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Flaboral%2Fdetalle%2F4009&data=04%7C01%7C%7Cc54b93bd2ddf4b45095d08d94e6f4a21%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637627062469181826%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Bl3lSJQn%2BRlfAcBb%2FZcfz7UFvABbV2ujCf6J4A4TJ68%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736177027%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735976596&data=04%7C01%7C%7C97c79fff79604cb9102908d93b8f75e4%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637606309928137722%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=0c%2BYaV3%2BQUQlI8bwAp5JOoqO7Spgkl0e9%2Fj5LWQDH5w%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736148943%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576715&data=04%7C01%7C%7C97c79fff79604cb9102908d93b8f75e4%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637606309928137722%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=m4GV9vBQUluX06j7uavPuQvdYcVn6AqTKDcEzmeIc9c%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Fdaco4215%2Fccm0421.pdf&data=04%7C01%7C%7C4ca4898ca663470ca2c408d93ac6d0f6%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637605447878758517%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=lPBatqR2UNhQns75B9LkFg%2BnYUNq0Fd0L4czcO0Pk7c%3D&reserved=0
https://prensa.mites.gob.es/WebPrensa/noticias/ministro/detalle/4003
https://www.ine.es/daco/daco42/daco422/ipi0421.pdf
https://www.ine.es/dyngs/IOE/es/operacion.htm?id=1259946000381
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736176802%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735976607&data=04%7C01%7C%7C03557126025e41f7d53c08d946a289a8%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637618486339919267%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=aaMrjug1QEzRQ8V43Inm8Crgma0xzcyFl2rlfcFVgdk%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148782&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176863&menu=ultiDatos&idp=1254735576778
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176958&menu=ultiDatos&idp=1254735576715


60

CULTURA Y TRABAJO   

El rincón de la 
conTraCultura Silvia Ayestarán y 

AG Stakanov

CINE
Hace ya siete años la peruana Claudia Llosa nos 
ofreció está película-joya a buen seguro de baja re-
caudación en taquilla que, como tantas otras, pasaría 
desapercibida para el gran público. Tras disfrutarla 
por segunda vez damos testimonio de que la magia 
fluye por una buena parte de esta historia, contada 
a dos tiempos sobre una hacedora de milagros y su 
hijo, los carismáticos Jennifer Connelly y Cillian Mur-
phy, intentando recomponer los pedazos que quedan 
una gran pérdida. 

 
(96 min.) 2014. Dirección y guión Claudia Llosa. 
Coproducción España-Canadá-Francia; Manitoba 
Film, Wanda Vision, Arcadia Motion Pictures, 
Noodles Production. Disponible en Filmin, Apple Tv.

No llores, vuela
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JURISDICCIÓN SOCIAL JULIO 2021

BLUES/ROCK/SOUL.
LOS TRES COLORES BÁSICOS…

MÚSICA

La historia que nos descubre la sobrina de Vargas Llosa bebe del realismo mági-
co sudamericano donde las personas quedan en manos de antiguos misterios y 
rituales telúricos y, sólo encuentran sosiego y redención al aprender a confluir con 
ellos. Se trata de una narración hipnótica que nos obliga a transitar por los sinsa-
bores y contrariedades que vemos, si no en nosotros, sí a nuestro alrededor y que 

no hay forma de explicar.

El contrapunto. Claudia Llosa cuenta 
con una breve pero intensa carrera ci-
nematográfica donde destaca “la teta 
asustada”, Oso de Oro en la Berlinale 
de 2009. En breve podremos ver su 
nueva película a punto de estrenarse 
en el Festival de cine de San Sebas-
tián: “Distancia de rescate” producida 
por Netlix. Trailer

ESTE MES 
THE BYRDS   
“Mr. tambourine man” 
(Columbia, 1965. Folk rock).

The Byrds representan una banda seminal 
para lo que más tarde se conocería como 
Folk Rock, abriendo camino a continuado-
res que llegarían aun más lejos que estos, 
como los CSNY o los mismos Eagles, es-
tos últimos ya como cumbre del género. La 
fórmula The Byrds consistía en combinar 
la influencia de la “invasión británica” (Ro-
llings, Beatles, Who…) con el sustrato local 

https://www.youtube.com/watch?v=GuxvahbYlB8
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norteamericano.
El elemento que propició la conjunción 
entre ambos panoramas musicales tiene 
su piedra angular en la guitarra Ricken-
backer 360 de 12 cuerdas, un instrumen-
to característico que aunaba el cromatis-
mo y la brillantez melódica del folk con la 
contundencia y carácter propios del rock 
(previo paso por un compresor). Es un 
instrumento habitualmente utilizado por 
Álvaro Urquijo en los Secretos, precisa-
mente con esa misma intención a la que 
acabamos de referirnos.

Hace pocos números hablábamos de 
Dylan y su famosa controversia eléc-
trica, detonada tras el Highway 61 re-
visited de 1965. Algunos consideran 
que ese salto vino propiciado por la 
versión que los Byrds firmaron de su 
Tambourine man, aparecida antes que 
la propia del autor, posiblemente más 
famosa en el imaginario público que la 
del entonces joven búho, y no única-
mente debido a la más amable voz de 
Jim McGuinn, sino gracias al icónico riff 
de entrada de la Rick 360.

ESTE MES 
BEACH BOYS 
“Pet Sounds” 
 (1966. Capitol. Pop barroco).

Cuentan que Brian Wilson llenó de are-
na el salón de su casa para plantar en 
medio un piano Steinway de cola, deci-
dido a componer lo que sería su obra 
cumbre. Tenía entre ceja y ceja el supe-
rar esa odiosa e icónica fase playeril en 
la que estaban ya encasillados. Y como 
para más de uno es posible que aun si-
gan ahí, vamos a intentar que nuestros 
lectores descubran, si no lo han hecho 
ya, que los BB son algo más que I get 
around, Barbara Ann, Good vibrations y 
la maldita trilogía surfera.

Pet sounds incorpora en sí mismo una 
progresiva evolución desde los temas 
propios de la fase inicial, tan juveniles 
y frescos como perecederos e intracen-
dentes (Wouldn’t it be nice), a baladas 
intemporales como God Only knows, 

recreada por otros muchos, desde Da-
vid Bowie hasta Pitingo (que aquí no se 
excluye a nadie, como bien se sabe). El 
extraordinario trabajo instrumental de 
todo el LP fue encargado a otra banda, 
mientras que los chicos se dedicaron 
casi en exclusiva a grabar las voces.

…Y SUS DERIVADOS (COMBINACIONES, 
PERMUTACIONES Y PERVERSIONES)

https://www.youtube.com/watch?v=rrSsos8hWaE
https://www.youtube.com/watch?v=rrSsos8hWaE
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Los Beatles ofrecen a Pet sounds el mayor 
tributo que puede dedicarse a una graba-
ción, no otro que el haber servido de ins-
piración para el LP más adorado de todos 
los tiempos, el inevitable Sargent Peppers 
etc, obra magna de Lennon y fulcro canó-
nico para el rock de vanguardia. De ser 
cierto lo anterior, estos chicos de la playa 

serian los responsables de haber abierto 
una senda para que los fab four decidieran 
tomarse en serio su contribución a la his-
toria del rock, dejando por fin de participar 
en películas lamentables (a excepción del 
maldito submarino amarillo, igual de peno-
so, pero posterior) y de provocar lipotimias 
a diestro y siniestro. 

ESTE MES 
DUKE ELLINGTON 
“Money jungle” 
(United Artits, 1962; Post bop). 

Ya hablamos aquí de Mingus, quien aquí 
aparece con uno de los grandes brahmanes 
del jazz clásico, prácticamente encasillado 
hasta entonces como director de big bands 
y con escasas incursiones en el piano trío. 
Puesto a hacerlo qué mejor que en la com-
pañía de estos dos (en sus cuarenta años), 
entonces en el top three de sus respectivos 
instrumentos.

La grabación pretendía ser fruto de una 
improvisación sobre retales aportados por 
Duke, sin mediar ensayos ni debates artís-
ticos sobre esto o aquello. Mingus, ya en-
tonces encumbrado como intérprete solista, 
pretendió incorporar su estilo más allá de lo 
que permitían los parámetros mentales de 
Ellington, provocando los inevitables desen-
cuentros y hasta alguna carrera por la calle.  

Más allá del placer que supone disfrutar de 
una de las pocas grabaciones de Ellington 
en el formato reducido, el disco aporta una 
versión del clásico Caravan, concebido para 
formato orquestal, y que recibe aquí una re-
lectura sostenida en momentos experimen-
tales de Mingus y Roach. Este corte ya justi-
fica toda la obra.

Jazz/Experimental
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Artículo 20 Derecho a la igualdad de oportunidades y a la 
igualdad de trato en materia de empleo y ocupación sin 
discriminación por razón de sexo

“Todos los trabajadores tienen derecho a la igualdad de oportuni-
dades y a la igualdad de trato en materia de empleo y ocupación, 
sin discriminación por razón de sexo.

Con el objetivo garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la igual-
dad de oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación 
sin discriminación por razón de sexo, las Partes se comprometen a 
reconocer este derecho y a tomar las medidas adecuadas para ase-
gurar o promover su aplicación en las siguientes áreas:

a)	 �acceso al empleo, protección contra el despido y 
reinserción profesional; 

b)	 �orientación y formación profesional, reciclaje, 
rehabilitación profesional; 

c)	 �condiciones de empleo y trabajo, incluida la 
remuneración; 

d)	 d)desarrollo profesional, incluida la promoción.

Anexo 1. Se entiende que las materias relativas a la seguridad social, así como las 
disposiciones relativas a prestaciones por desempleo, prestaciones de vejez y pres-
taciones de supervivencia, podrán quedar excluidas del alcance de este artículo.
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2. Las disposiciones relativas a la protección de la mujer, en particular en lo que 
respecta al embarazo, el parto y el puerperio, no se considerarán discriminación 
en el sentido del presente artículo.
3. Este artículo no excluye la adopción de medidas específicas destinadas a reme-
diar las desigualdades de facto.
4. Podrán quedar excluidas del ámbito de este artículo, o de alguna de sus dispo-
siciones, Las actividades profesionales que, por su naturaleza o las condiciones 
de su ejercicio, sólo puedan encomendarse a personas de un determinado sexo. 
Esta disposición no puede interpretarse en el sentido de que obligue a las Partes 
a adoptar por ley o reglamento la relación de actividades profesionales que, por su 
naturaleza o las condiciones de su ejercicio, puedan estar reservadas a los traba-
jadores de un sexo determinado.”

Igualdad profesional y en materia de seguridad social
Definiciones y alcance
El artículo 20 garantiza el derecho a la igualdad de trato en todas las etapas de la 
vida laboral: acceso al empleo, remuneración y otras condiciones laborales, forma-
ción y orientación profesionales, promoción, incluido el despido u otros prejuicios. 
Según estos términos, el artículo 20 tiene un carácter de lex specialis en relación 
con el artículo 1 § 2 de la Carta, que prohíbe cualquier discriminación en el em-
pleo1. Esto significa que, en la práctica, cuando un Estado ha aceptado el artículo 
20, las cuestiones de género se abordan en el marco de esta disposición. .

En virtud del artículo 20, la igualdad de trato para mujeres y hombres incluye la 
misma remuneración por un trabajo de igual valor. La mayoría de las veces, las 
comparaciones de retribuciones se realizan dentro de la misma empresa, pero a 
veces solo tienen sentido si se realizan entre varias empresas. Por lo tanto, de-
bería ser posible hacer comparaciones de retribuciones entre empresas, la legis-
lación debería como mínimo exigir tales comparaciones entre empresas en una o 
más de las siguientes situaciones:

◗ �cuando las disposiciones reglamentarias se aplican a las condiciones de 
trabajo y la remuneración en varias empresas;

◗ �cuando varias empresas están cubiertas por un convenio colectivo o regla-
mentos que rigen las condiciones de trabajo y empleo;

◗ �cuando las condiciones de trabajo y empleo se fijan a nivel central para 
varias empresas dentro de una sociedad holding o un conglomerado2.

El derecho a la igualdad de remuneración sin discriminación por motivos de sexo 
también está garantizado por el artículo 4 § 3 y, por lo tanto, la cuestión también se 
examina en esta disposición.

1	  Conclusiones Comentario interpretativo de 2002 sobre el artículo 20
2	  Conclusiones 2012 Observación interpretativa del artículo 20
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El artículo 20 Garantiza la igualdad de trato en materia de seguridad social. Sin 
embargo, en virtud del apéndice, los Estados Partes, al ratificar la Carta o aceptar 
el Artículo 20, pueden hacer una declaración que excluya total o parcialmente los 
asuntos relacionados con la seguridad social3. La igualdad de trato en materia de 
seguridad social implica la ausencia de discriminación alguna en el ámbito de la 
seguridad social. en función del sexo, en particular en lo que respeta el alcance de 
los regímenes, las condiciones de acceso a los regímenes, el cálculo de las pres-
taciones y la duración del servicio de las prestaciones.

El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres se entiende como la 
ausencia de discriminación por razón de sexo. La igualdad de trato excluye toda 
discriminación directa e indirecta4.

Constituye una discriminación contraria a la Carta, una diferencia de trato entre 
personas en situaciones comparables que no persigue un fin legítimo y / o no se 
basa en motivos objetivos y razonables5. examinado a la luz del artículo G.6 

GARANTÍAS DE IMPLEMENTACIÓN

Marco legal
La Carta exige que los Estados Partes no garanticen solo que se respete la igual-
dad de trato, sino que también protejan a mujeres y hombres contra la discrimina-
ción en el empleo y la formación. Esto implica la obligación de los Estados Partes 
de adoptar una legislación explícita y suficientemente precisa que Garantice la 
igualdad de igualdad en todos sus aspectos 7 8 9 incorporación del principio en la 
Constitución no es suficiente.

Cualquier disposición legislativa, estatutaria, reglamentaria, administrativa o de 
otra índole que no respete el principio de igualdad debe ser derogada. La falta de 
aplicación de un texto discriminatorio no es suficiente para que se considere que 
una situación se ajusta a la Carta.10

Toda disposición contraria al principio de igualdad que figure en los convenios 

3	 Conclusiones 2002, Italia
4	 Conclusiones XIII-5, Suecia, artículo 1 del Protocolo Adicional
5	�� Sindicato Nacional de Profesiones Turísticas c. Francia, Queja No. 6/1999,  

Decisión sobre la fundada el 10 de octubre de 2000, §25.
6	 Conclusiones XVI-1, Grecia, artículo 1 §2
7	 Conclusiones XIII-3 (1995), Comentario de interpretación sobre el artículo 1 del Protocolo adicional
8	 Conclusiones XV-2 (2001), Addendum, República Eslovaca, artículo 1 del Protocolo adicional
9	 Conclusiones XVII-2 (2005), Países Bajos (Aruba), artículo 1 del Protocolo Adicional
10	 Conclusiones XIII-3 (1995), comentario de interpretación sobre el artículo 1 del Protocolo adicional
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colectivos de trabajo, en los contratos de trabajo y en la normativa interna de las 
empresas deberá poder ser derogada, anulada o modificada11. 

Derecho de apelación
La legislación nacional debe prever recursos adecuados y efectivos en caso de 
denuncia de discriminación. Todo empleado que se considere víctima de discrimi-
nación debe poder recurrir ante un organismo independiente12. 
La carga de la prueba debe ser adecuada13. La adecuación de la carga de la prue-
ba consiste en asegurar que cuando una persona se considere agraviada por el 
incumplimiento del principio de igualdad de trato y establezca hechos que permitan 
presumir la existencia discriminación, le corresponde al imputado probar que no ha 
existido violación del principio de igualdad de trato14. El objetivo de este mecanis-
mo es permitir que los jueces aprecien la discriminación con base en los efectos 
producidos por una norma, un acto o una práctica y que la adecuación de la carga 
de la prueba es, por tanto, un dispositivo fundamental desde el punto de vista de la 
aplicación efectiva de las normas de protección contra la discriminación15.
Por analogía con la jurisprudencia relativa al artículo 1 § 2, también deben fomen-
tarse varias medidas legales para promover la plena efectividad del derecho de tu-
tela judicial efectiva: la posibilidad de que los sindicatos u otras personas empren-
dan acciones legales en los litigios en tales materias. Discriminación en el empleo, 
incluyendo litigios individuales16 o la creación de un organismo independiente para 
promover la igualdad de trato y brindar asistencia legal a las víctimas.

Reparación adecuada
Cualquier víctima de discriminación basada en el sexo debe recibir una reparación 
adecuada, es decir, a la vez proporcionales al daño sufrido por la víctima y sufi-
cientemente disuasorios para el empleador17.

Una reparación restauradora suficiente significa:
◗  �reintegración o el mantenimiento en el empleo, así como la concesión de una 

indemnización para compensar los daños materiales sufridos en caso de des-
pido ilegal o injusto;

◗ �la concesión de una indemnización proporcional al daño sufrido, es decir, cubrir 
el daño material y moral si, en caso de despido, el empleado no desea volver a 
su puesto de trabajo o si la continuación de la relación laboral es imposible; 18

11	  Conclusiones XIII-5 (1997), Comentario de interpretación sobre el artículo 1 del Protocolo adicional
12	  Conclusiones XIII-3 (1995), comentario de interpretación sobre el artículo 1 del Protocolo adicional
13	  Conclusiones 2004, Rumania, artículo 20
14	  Conclusiones XIII-5 (1997), Comentario de interpretación sobre el artículo 1 del Protocolo adicional
15	  �SUD Labor and Social Affairs Union c. Francia, denuncia n ° 24/2004, decisión sobre la fundada  

el 8 de noviembre de 2005, §34.
16	  Conclusiones XIII-5, Observación interpretativa del artículo 1 del Protocolo adicional
17	  Conclusiones de 2012 (artículo 1 § 2) Albania
18	 Conclusiones XIII-5, Comentario sobre la interpretación del artículo 1 del Protocolo adicional
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◗ �el cese de la discriminación y el otorgamiento de una indemnización propor-
cional al daño material y moral sufrido en todos los demás casos19.

Por tanto, se prohíbe todo límite de compensación que les impida ser plenamente 
reparadoras y suficientemente disuasorias20.

Protección contra represalias
Los empleados que hacen valer su derecho a la igualdad deben estar protegidos 
legalmente contra cualquier forma de represalia por parte de su empleador: 21 des-
pidos pero también degradaciones, modificación de las condiciones laborales, etc. 
Las consecuencias que debe prever la legislación nacional cuando un empleado 
es víctima de una medida de represalia son las mismas que las indicadas anterior-
mente en cuanto a recursos e indemnizaciones.

Acceso a determinadas profesiones
Excepcionalmente y sujeto a estricta interpretación, determinados trabajos y acti-
vidades profesionales podrán limitarse a personas de un sexo, si ello se debe a la 
naturaleza de dichos trabajos y actividades o al contexto y condiciones en las que 
se desarrollan. Tal limitación no puede ser conforme con los trabajos / actividades 
donde el género constituye un requisito ocupacional esencial. (anexo al artículo 
20, §4).
A la hora de evaluar si, por las condiciones para el ejercicio de la actividad de po-
licía, el sexo constituye una condición determinante en la policía, el ejército, etc., 
los Estados Partes pueden tener en cuenta los requisitos relacionados con el or-
den público o seguridad nacional siempre que estén prescritas por la ley, persigan 
un objetivo legítimo y sean necesarias en una sociedad democrática (artículo G). 
Como cualquier disposición que derogue los derechos garantizados por la Carta, 
la derogación abierta debe interpretarse de manera restrictiva y no ir más allá del 
objetivo legítimamente buscado22.

Derechos especiales de la mujer
Medidas de protección específicas
El apéndice del artículo 20 (§ 1) especifica que las disposiciones relativas a la 
protección de la mujer no se consideran discriminación. Estas disposiciones de-
ben estar objetivamente justificadas por la existencia de necesidades propias de 
la mujer, como la maternidad (embarazo, parto y puerperio). Estos derechos es-
peciales también están garantizados por el artículo 8 de la Carta (derecho de los 
trabajadores a la protección de la maternidad).

19	   Conclusiones XVII-2, Finlandia, artículo 1 del Protocolo adicional
20	  Conclusiones de 2012 (artículo 1 §2) Albania
21	  Conclusiones XIII-5, Comentario de interpretación sobre el artículo 1 del Protocolo adicional
22	  Conclusiones XVI-2, Grecia, artículo 1 del Protocolo Adicional
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1 Por otro lado, contraviene el principio de igualdad de trato, la prohibición del tra-

bajo nocturno para las mujeres o el trabajo subterráneo en las minas en general, 
mientras que el trabajo nocturno para los hombres está autorizado porque si el 
trabajo nocturno es perjudicial, lo es tanto para hombres como mujeres 23 24 

Igualdad de oportunidades y medidas positivas
Dado que “el objeto y fin de la Carta, un instrumento de protección de los derechos 
humanos, consiste en proteger derechos que no son teóricos sino efectivos” y que 
la conformidad con la Carta no puede lograrse por el solo efecto de la legislación25,  
los Estados Partes deben tomar medidas concretas para promover la igualdad de 
oportunidades26.

En particular, las siguientes se consideran medidas adecuadas:

◗ �adopción e implementación de un plan de acción nacional para la igualdad 
de oportunidades;

◗ �la obligación de las empresas de adoptar planes de empresa destinados a 
lograr una mayor igualdad entre mujeres y hombres;

◗ �estímulo a los interlocutores sociales para que se ocupen de la igualdad 
en los convenios colectivos;

◗ �fortalecer la consideración de la cuestión de la igualdad de género en los 
planes de acción nacionales para el empleo (PAN)27 .

Las políticas deben basarse en una estrategia integral destinada a integrar la di-
mensión de género en todas las políticas del mercado laboral.
El apéndice del artículo 20 (§3) especifica que se autorizan medidas específicas 
para remediar las desigualdades de facto. Dado que esta disposición solo refuerza 
el propósito mismo del artículo 20 de garantizar el derecho a la igualdad de opor-
tunidades, el Comité ha inferido de ella una obligación positiva para los Estados 
Partes. Además del hecho de que la legislación no pueda obstaculizar la adopción 
de medidas positivas o de acción afirmativa28, los Estados Partes deben tomar me-
didas específicas destinadas a remediar las desigualdades de facto que afectan 
las oportunidades de las mujeres en términos de formación o empleo.29 

23	 Conclusiones XVII-2, Países Bajos (Aruba), artículo 1 del Protocolo Adicional
24	 Conclusiones 2012 Bosnia Herzegovina, artículo 20.
25	�� Comisión Internacional de Juristas (CIJ) c. Portugal, Queja No. 1/1998, Decisión sobre la fundada 

el 9 de septiembre de 1999, §32.
26	 Conclusiones XVII-2, Países Bajos (Antillas y Aruba), artículo 1 del Protocolo Adicional
27	 Conclusiones XVII-2, Grecia, artículo 1 del Protocolo adicional
28	 Conclusiones XIII-5, Observación interpretativa del artículo 1 del Protocolo adicional
29	 Conclusiones 2002, Rumanía
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